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--Se abrió la sesión a las 15:5.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En el nombre de Dios, se abre la sesión. 



Corresponde iniciar el trámite de la Partida 23 Ministerio Público.



Ruego entregarla a todos los miembros de la Comisión.



Diputado Ortiz, me imagino que usted está muy conforme con la intervención del rector Lavanchy. Fue una gran exposición.



¿Quiere hacer uso de la palabra, señor Diputado?

El Diputado señor ORTIZ.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella, señor Diputado.

El Diputado señor ORTIZ.- Señor Presidente, de verdad, muchas gracias por haber aceptado la visita de esta autoridad universitaria. Como usted es un hombre ecuánime, también le dio la posibilidad de intervenir al otro rector, cuando Pepe Auth hizo una muy brillante intervención.



Ahora me referiré al Ministerio Público, que debe de tener una Partida propia hace alrededor de siete u ocho años. Desde el instante en que se creó, como uno de los pilares de la reforma procesal penal, hubo primero unas partidas especialmente en el Ministerio de Justicia.



El año antepasado se empezó a plantear que faltaban fiscales en el país. Debido a eso, en la Tercera Subcomisión de Presupuestos acordamos el año pasado solicitarle al Ejecutivo que se contara con un estudio sobre la materia del Banco Interamericano de Desarrollo, el que fue entregado en marzo del presente año.



Cuando vimos la ejecución presupuestaria del segundo trimestre, en julio recién pasado, los cinco integrantes titulares de la Tercera Subcomisión -el Diputado que habla había asumido recién la Presidencia- acordamos por unanimidad oficiar al Primer Mandatario y al Ministro de Hacienda para manifestarles que esperábamos que el proyecto de Ley de Presupuestos del año 2012 llegara con un aumento importante de recursos para más personal, más fiscales, más abogados ayudantes, por cuanto analizamos la carga de trabajo por fiscal.



Cuando se puso en ejecución la reforma procesal penal, el Ministerio Público estimaba que cada fiscal podía ver anualmente entre 900 y mil causas. Nosotros nos encontramos con un promedio superior a dos mil.



Una Región que conozco completa es la del Biobío, donde hay 60 fiscales y cada uno lleva un promedio de 2.100 causas.



Recibimos una respuesta una semana antes del 30 de septiembre, mediante la cual uno de los Subdirectores de la Dirección de Presupuestos comunicaba que se realizaría un aporte extraordinario para el Presupuesto del año 2012 a través de una oficina radicada en la Fiscalía Nacional, con el objeto de hacer un seguimiento y apoyar numerosos juicios emblemáticos a lo largo del país.



Creímos en eso.



Ingresó el Presupuesto de la Nación y resulta que incluye un aumento de 0,04 por ciento, con relación a 2011.



En paralelo, las Comisiones de Constitución de ambas Cámaras solicitaron, por unanimidad, el incremento del presupuesto del Ministerio Público.



Dos veces analizamos la materia en la Tercera Subcomisión. Como no había aumento, se pospuso la votación, tras intervenciones bastante duras de todos los que participábamos.



Al final, tuvimos que tratarla el 24 de octubre, a fin de poder cumplir con el primer plazo, del 28 de octubre, para terminar todas las partidas en las subcomisiones.



Por mi parte, me abstuve, porque consideré que no se cumplió con lo prometido.



La Directora de Presupuestos me solicitó tener una conversación a las 9:15 del 24 de octubre -llegué a las 9:30 a la cafetería de la Cámara- y me planteó que el Gobierno había decidido ingresar un proyecto de ley para tratar la situación del Ministerio Público en forma total. Ella cumplió su palabra. Fue a las 15 y lo dio a conocer.



De todas maneras, me abstuve, porque considero que tiene que estar el texto.



Ella señaló que el Gobierno se comprometía, si había un Protocolo con la Oposición, a ingresar en el último día de abril un proyecto sobre fortalecimiento institucional del Ministerio Público.



¿Qué ha pasado? Solicité un texto -ignoro si acaso lo tendrá-, porque me parece conveniente que toda la Comisión Especial Mixta de Presupuestos tenga el antecedente.



Por eso, señor Presidente -y con esto termino-, nosotros hemos presentado dos indicaciones a la Partida 23.



La primera es absolutamente clara. Como el cumplimiento del compromiso se ha dilatado tanto, queremos, para garantizarlo, que se plantee una indicación, como una glosa -se ha hecho otras veces-, para imponer la obligación de ingresar el proyecto de ley no antes del 30 de enero, lo que podríamos cambiar, sino del 30 abril.



Si bien la indicación sería declarada inadmisible, la idea es generar un debate, por cuanto hay jurisprudencia en la materia. En algunos proyectos especiales, cuando fuimos Gobierno y accedimos, se plantearon glosas de cumplimiento para presentar algunas iniciativas legales determinadas.



La segunda indicación es exclusivamente informativa, en la cual se contempla toda la cuestión de las causas, etcétera.



Tenemos hasta el texto de la glosa, que dice:



“Antes del 30 de abril del año 2012 el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley mediante los cuales se aborde el proceso de fortalecimiento institucional y modernización del Ministerio Público.”.



Entonces, quiero saber si acaso el Gobierno tiene un texto o puede acceder a que ingresemos la glosa a fin de que sea aprobada en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Macaya.

El Diputado señor MACAYA.- Señor Presidente, el tema que planteó el Diputado Ortiz fue ampliamente debatido. Y no solo este año. Se comenzó a discutir en la Tercera Subcomisión Especial de Presupuestos en 2010, y sus cinco miembros consideramos, unánimemente, que el plan de fortalecimiento del Ministerio Público es una necesidad.



Pero hay que partir diciendo que el presupuesto que presentó el Fiscal Nacional del Ministerio Público a la Dirección de Presupuestos es exactamente el mismo que se aprobó. Porque el propio Ministerio Público asume que el plan de fortalecimiento y cualquier modificación que se realice en base a las solicitudes que se están formulando, en base al estudio del BID, en base incluso a las sugerencias que han hecho la Fundación Paz Ciudadana o la Asociación Nacional de Fiscales, van a tener que pasar necesariamente por una modificación a la Ley Orgánica Constitucional de ese organismo.



Y eso no es materia de la Ley de Presupuestos. Vamos a tener que tramitar un proyecto de ley como el que se está solicitando a través de la indicación que se ha presentado y que ha explicado el Diputado Ortiz, la que consideramos inadmisible, porque obviamente le está imponiendo un plazo al Ejecutivo para presentar una iniciativa de ley, lo que es facultad privativa y exclusiva de este.



Me interesa consignar que el presupuesto que se aprobó en la Tercera Subcomisión, con la sola abstención del Diputado Ortiz, es el que el Ministerio Público presentó a la Dirección de Presupuestos. Porque el propio Ministerio Público asume que cualquier plan de fortalecimiento va a tener necesariamente que pasar por una modificación a la Ley Orgánica Constitucional.



Ahora, más allá de eso, quiero valorar lo de que, en la propia Subcomisión de Presupuestos, la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa, y el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, dejaron planteado -aparece en el informe y en las Actas respectivas- que se va a presentar un proyecto de ley. O sea, estando eso en la historia de la Subcomisión, no veo que se requiera una glosa especial. Hay acá una manifestación que se hizo en la Tercera Subcomisión en términos de que se va a presentar el proyecto de ley. No lo he revisado, pero al parecer la fecha que se planteó es el 30 de abril. Por lo tanto, más allá de ser inadmisible la indicación, es innecesaria.



Y con respecto a la primera indicación, creo que no hay ningún inconveniente, porque es de información y, también, de evaluación de gestión de las tareas que tiene encomendadas el Ministerio Público.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Se ofrece la palabra.



Senador Tuma.

El Senador señor TUMA.- Señor Presidente, en verdad, el debate a que da lugar la Ley de Presupuestos, que no se conoce al exterior, que aparentemente es bastante técnico con respecto a los recursos que se asignan a los distintos organismos del Estado, a los servicios del Estado, a los Ministerios, pareciera no tener que ver con los requerimientos y las demandas de los ciudadanos.



Yo escucho decir aquí: “Mire, se va a estudiar un proyecto de ley de modernización del Ministerio Público y se va a presentar en abril”. Ya sabemos los ritmos que se dan con motivo de un compromiso de esa índole. Para qué recordar que nunca se recibió la modernización de la Cancillería. Y, en general, casi nunca llega tampoco el momento de las leyes “largas”. Sin embargo, vemos con preocupación cómo los ciudadanos están atemorizados por el grado de inseguridad en que se vive y que el Gobierno no ha sido capaz de modificar, pese a la primera prioridad que asignaba el entonces candidato Piñera, ahora Presidente de la República, al cumplimiento del compromiso de terminar la fiesta de los delincuentes y poner fin a la puerta giratoria.



Ahora, el Ministerio Público comienza con una etapa experimental. Porque la reforma procesal penal, que era tan necesaria, tan indispensable, y que ha sido tan útil, nos muestra las cifras del número de causas y de resultados positivos que se han obtenido en materia de denuncias, de juicios orales, de formalizaciones y condenas, y todos han sido crecientes. Ello no obstante, el número inicial de fiscales hoy día se mantiene, a pesar de haber un mayor número de denuncias y a pesar de que el país y los ciudadanos están requiriendo mayor protección.



Entonces, por una parte, se exige mayor número de carabineros -se ha hecho y se está haciendo-, mayor número de personal en Gendarmería, para lo que hay un programa. Pero esto es urgente. El contar con fiscales que aseguren que quienes delinquen no solamente van a ser formalizados, sino que van a terminar condenados, tiene que ver con el reclamo ciudadano.



Se puede decir: “Mire, vamos a esperar; vamos a pensar una ley larga en abril, en mayo”, pero lo que se necesita hoy día son más recursos y más fiscales. 



Si el Ministro de Hacienda tomara la decisión de asignarle mayores recursos al Ministerio Público para contratar fiscales ahora y lo aprobáramos en este Presupuesto, les aseguro que antes de abril o mayo no estaría implementada esa medida en los respectivos territorios. Si recién en abril vamos a pensar en enviar un proyecto de modernización, entre su discusión y aprobación vamos a terminar en 2014, cuando ya no esté el actual Presidente, con algún resultado en el fortalecimiento de un servicio que es clave.



Yo creo que no se requieren más estudios. Ya el BID hizo el suyo y las recomendaciones. Aquí hay que poner más recursos. ¿Para qué esperamos? ¡Sin perjuicio de cualquier cosa que se debata en la ley de modernización, lo claro es que se requiere un incremento en los fiscales y en los recursos que necesita el Ministerio Público!



Entonces, por ser una decisión política, le preguntaría al Gobierno, -no solamente al Ministro de Hacienda, porque este es un tema que traspasa esa Cartera-, si va a cumplir su compromiso de otorgar instrumentos a los organismos del Estado para resguardar la seguridad de las personas.



Desde ese punto de vista, creo que hay una incoherencia. Por una parte, comunicacionalmente, el Ministro del Interior hace una crítica a los fiscales y, por otra, no vemos que el incremento de recursos se pueda estar traduciendo en un aumento a corto plazo en el número de esos funcionarios, que son en definitiva los que tienen que hacer también la pega para que los delincuentes resulten condenados.



En consecuencia, hago una invitación a una reflexión urgente al Ministerio: ponga los recursos -ahora, no en abril- o una parte de ellos y después veremos cómo institucionalizamos y fortalecemos de mejor manera el Ministerio Público. Pero no cabe ninguna duda de que hoy día falta personal en él.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Está inscrito el Senador Sabag.

El Senador señor SABAG.- Señor Presidente, estamos aprobando el Presupuesto de la nación y es la única oportunidad que tenemos de ver todos los Ministerios y todas las instituciones de nuestro país.



Y no cabe duda de que en estas instancias se trata de estudiar el financiamiento de una institución que tiene un poder enorme, que lleva diez años de funcionamiento y que no hemos analizado profundamente. Pero el debate no hay que hacerlo ahora, sino cuando llegue el proyecto de ley. Entonces deberemos razonar profundamente sobre ello.



Es evidente que cuando el Ministro del Interior, que tiene a su cargo la seguridad ciudadana y el combate contra la delincuencia en nuestro país, les hace algunas observaciones -porque él es el responsable en esta materia y le duele todo lo que ocurre en relación con estos hechos-, inmediatamente salen y dicen: “¡A mí no me pueden hablar ni me pueden tocar!”.



¿Se trata de un superpoder que hemos creado y que no está al alcance del Congreso Nacional?



¡Ni el Poder Ejecutivo ni ningún Poder del Estado se halla en esa condición!



El Ministerio Público se permite pagar informes en Derecho para establecer que a la Cámara de Diputados no le puede contestar ni siquiera la hora. Y estamos hablando de la institución fiscalizadora por excelencia en Chile. Pero a ellos, ¡no! ¡Nada a ellos!



Sin embargo, al Presidente de la República y a los Ministros nosotros les hacemos observaciones. Se llama a estos para interpelarlos en la Cámara de Diputados. Y, si han cometido abusos mayores, pueden ser acusados constitucionalmente. También el Presidente de la República y los Ministros de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema.



¡El Parlamento tiene tuición sobre ellos!



Pero aquí no hay ninguna tuición. Y hay disputas entre el Fiscal Nacional y la Asociación de Fiscales. Cuando él va a visitar al Ministro del Interior, aparece esta Asociación llamando severamente la atención: “¡No tiene nada que ir a hacer al Ministerio del Interior!”.



Entonces, si uno empieza a juntar y atar cabos respecto de muchas de estas cosas, es evidente que resulta necesario examinar todo lo relacionado con el Ministerio Público.



En esta Sala por primera vez hubo un debate -que algunos decían que iba a durar 10 minutos y que al final duró toda la sesión-  para tratar un  proyecto de ley que otorgaba nuevas facultades al Ministerio Público para la localización de llamadas telefónicas sin autorización del juez de garantía.



El fallo de la Cámara Alta fue lapidario: 28 Senadores rechazamos la iniciativa, que recibió un solo voto a favor, y que murió ahí.



Hoy día se dice que el Ministerio Público tiene muchas causas y que muchas de ellas no son atendidas. Y hay gente que se queja a nosotros incluso por violaciones que han sufrido sus hijos y que al juez de garantía le constan y que a los Ministros de la Corte les puede constar. Pero nada podemos hacer porque la tuición exclusiva la tiene el Ministerio Público. Y si este dice “Aquí no pasó nada”, ¡no pasó nada no más!



Este problema es muy grave. Ellos han perdido la objetividad absoluta que les señala su Ley Orgánica.



Ahora bien, ¿qué dice la Constitución con respecto al Ministerio Público? Su artículo 83 establece claramente que el Ministerio Público es el que debe “dirigir” las investigaciones. Por su parte, la Ley Orgánica dispone que debe “dirigir” todas las investigaciones, a través de Carabineros y la PDI. Pero la ley -el Código Procesal Penal- ha cometido muchos errores, por cuanto determina que puede dirigir las investigaciones ya sea a través de esos medios o “por sí mismo”. Esto significa que los fiscales se apasionan y están meses detrás de una sola persona, cuando ellos deberían estar en sus escritorios “dirigiendo” las investigaciones que realizan las policías.



De repente el Gobierno anuncia: “10 mil nuevos carabineros y mil nuevos funcionarios para la PDI”. ¡Ese es el brazo que hay que fortalecer! Y los fiscales, ¡a “dirigir” las investigaciones!



Este es un problema mayor. Hay que analizar la Ley Orgánica Constitucional de ese organismo. Yo sé que muchos fiscales desempeñan su labor brillantemente. En el Congreso también hay muy buenos parlamentarios, otros no tanto y otros muy malos. Lo mismo pasa en todas las instituciones.



Pero, en este caso, creo que corresponde hacer un análisis serio y profundo con respecto al Ministerio Público.



Hoy día estamos aprobando el Presupuesto. Ya vendrá otra instancia en la que podremos discutir en profundidad y con base cuál es su función y la organización que debe tener. ¡Por supuesto, no puede haber un Poder del Estado al libre albedrío! ¡Debe haber equilibrio de poderes! ¡Y el Fiscal Nacional y los fiscales regionales deben ser acusados constitucionalmente cuando cometan abusos o negligencias en el ejercicio de sus cargos!



Todos estamos sujetos a controles, menos esos funcionarios. ¡Ellos no dependen de nadie, y por eso cometen abusos incalificables que se darán a conocer en detalle el día de mañana! 



¡Cómo atacan al propio Congreso y a los parlamentarios cuando hablamos sobre esta materia!



¡Cómo atacan al Poder Judicial cuando este no hace lo que ellos dicen! 



O sea, amenazan a todo el mundo. ¿Y quién los amenaza a ellos?



¿Qué facultades tiene alguna institución del país con respecto a los abusos y a los apasionamientos que muestran en muchas causas? ¡Parece que las que más les interesan son las de mayor connotación pública! Y aquellas sobre violaciones, sobre robos, ¡las archivan! Dicen: “Tráigame los datos, deme los antecedentes, entrégueme a los culpables para poder hacer algunas cuestiones”.



¡Cuántas miles y miles de causas están archivadas y solo algunas salen a la publicidad!



Por eso, este es un tema que es necesario analizar. Pero creo que el período de discusión del Presupuesto no es el momento. 



Ahora debemos aprobar las distintas Partidas. Ya veremos en detalle este punto cuando el Ejecutivo envíe el correspondiente proyecto de ley. Ahí llamaremos a muchos juristas y a muchas personas que les ha tocado vivir situaciones como las señaladas. 



¿Acaso ya nos olvidamos del caso del Registro Civil, en el cual se hablaba de 200 millones de dólares? Pero resulta que ahí el juez de garantía debió sobreseerlos a todos por la cantidad de abusos cometidos, entre ellos, interceptación de llamadas telefónicas. ¡Ellos mismos compraron equipos para intervenir los teléfonos sin autorización de nadie! ¡Tanto se indignó el juez que dijo: “Suspendo todo esto y sobreseo temporalmente por los abusos incalificables que se han cometido”!



¿Y qué les pasó a los fiscales que los cometieron? ¡Nada, pues! ¡Si nada les pasa a ellos!



Y eso es lo que nosotros deberemos tener en consideración cuando analicemos la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, para ver si realmente se justifican nuevos fiscales o si deben cambiar su sistema a lo que las leyes mayores -la Constitución y su Ley Orgánica- establecen.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El Senador señor ORPIS.- Señor Presidente, en la Tercera Subcomisión este fue uno de los temas que se analizaron con mayor profundidad. Y, al final, se llegó a un acuerdo, el cual se refleja en que el Ejecutivo se comprometió a enviar, al 30 de abril, un proyecto de ley para abordar a fondo este asunto en el Parlamento.



Solo con la abstención del Diputado Ortiz, esas fueron las condiciones en que despachamos la Partida Ministerio Público.



Y a mí me parece que ese es un acuerdo satisfactorio, porque, tal como se ha indicado acá, se trata de un asunto muy sustancial, que no tiene que ver solamente con el Ministerio Público, sino también con la seguridad ciudadana.



En ese ámbito hay dos líneas: la persecución penal y la prevención del delito. Y esta materia se halla inserta dentro del primero, como una de las aristas de la seguridad ciudadana.



Ahora, como este tema viene desde hace mucho tiempo, considero que tenemos que darnos la oportunidad para analizarlo a fondo.



A mí me parece que se debe actuar en los dos ámbitos -yo, por lo menos, tengo esa mirada- y no solamente concentrarse en la persecución penal. Tan importante como esta es la prevención del delito. Desde mi punto de vista, el énfasis está puesto, en general, en la prevención penal.



La persecución penal debe ser eficiente -de eso no cabe la menor duda- en cada una de las etapas.



Ahora bien, con respecto al punto concreto del Ministerio Público, existe conciencia en cuanto a que hay que fortalecerlo. Pero para ello también hay distintas opciones, que fueron las que quedaron en evidencia en el transcurso de las exposiciones escuchadas en la respectiva Subcomisión.



Tengo aquí precisamente el informe que presentó el Ministerio Público. También estuvo presente su Asociación de Funcionarios, que tiene una visión distinta. Y a lo mejor nosotros como parlamentarios también tenemos una visión diferente de cómo hay que fortalecer el Ministerio Público. Y por eso creo que amerita una discusión muy a fondo, a partir de este proyecto de ley que se va a presentar al Congreso, para que la vigorización del Ministerio Público sea fruto de la discusión parlamentaria, teniendo presente toda la experiencia que nos ha tocado vivir en materia de seguridad ciudadana. 


El presupuesto que se presenta a consideración del Parlamento es el que solicitó, directamente, el Ministerio Público. Y existe conciencia y acuerdo en que sobre la base de este presupuesto se debe hacer llegar el plan de fortalecimiento, que será discutido a partir del 30 de abril en nuestra sede legislativa, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. 



Solamente deseo ilustrar un poco el tema. 



Hay cosas que vamos a tener que abordar. Porque si uno se fija en el planteamiento que hizo el Ministerio Público en el seno de la Subcomisión, son varios los pilares que se mencionaron: la atención a los usuarios a través del call center; la fiscalía de alta complejidad; darle más solidez en cuanto a los fiscales que se ocupan de casos de menor complejidad. Y si los señores parlamentarios solicitan el informe a la Subcomisión, verán que el Ministerio Público puso énfasis en las unidades de análisis criminal de focos delictivos. Ahí se concentra el fuerte de la propuesta de esta institución, pues dentro del plan de modernización solicitan incorporar a 103 fiscales adicionales. Pero con relación a los delitos de menor complejidad, que presentan la mayor cantidad de causas -y que son los que se archivan, los que afectan el diario vivir de los ciudadanos-, solamente se aumenta en 35 el número de fiscales a través del país.



Y solo pongo este ejemplo para señalar que existe la mejor voluntad en orden a robustecer el Ministerio Público, lo cual es clave dentro de la línea de persecución penal, como objetivo en materia de seguridad ciudadana. Pero creo, de verdad, que la forma, los términos, la orientación que tenga el fortalecimiento de este órgano, tiene que ser abordado con mucha profundidad y a la luz de experiencias que hemos tenido en materia de seguridad ciudadana, no solo respecto de este Gobierno, sino también de los anteriores, con el objeto de sacar una ley que sea eficaz y en la que podamos ir sofisticando cada vez más las líneas de fortalecimiento en áreas tan sensibles como la seguridad ciudadana.



Por eso, señor Presidente, hago un llamado a esta Comisión Mixta para que aprobemos el presupuesto planteado por el Gobierno y que el 30 de abril, a más tardar -es una fecha tope, ojalá se presente antes-, entremos a la discusión de fondo respecto de la modernización del Ministerio Público.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- A continuación, se hallan inscritos los Diputados señores Lorenzini y Auth y el señor Ministro.

El Diputado señor LORENZINI.- Señor Presidente, parece que nos estamos confundiendo.



Estamos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 



Me encanta cuando se discuten proyectos de ley que duran tres o cuatro gobiernos, pero hoy día el tema es otro. 



Yo quiero decirle -por su intermedio, señor Presidente- a mi estimado amigo y Senador don Hosaín Sabag que las disputas están en todos lados. Usted mismo ha sido partícipe de que a veces el ex Senador Longueira, hoy día Ministro, un día dice una cosa y el titular de la Cartera de Hacienda dice otra. En fin. Son cuestiones que pasan en la vida. También las promesas y las ilusiones son válidas. Nos decían hace tres días -algunos Diputados de aquí me acompañaban en CODELCO-: “Estamos listos; gran negocio; allá vamos”. Y a las 48 horas las luces vuelan para otro lado y se convierten en bengalas.



Aquí estamos en el Presupuesto. Se trata de cosas concretas. Lo digo con mucho respeto. 



En la Región del Maule hay nueve fiscalías. ¿Qué nos dijo el Fiscal Regional hace pocos días -y aquí está el Senador Zaldívar que nos acompañó en la reunión-?: “A lo menos uno más por fiscalía”. O sea, nueve. Y en Talca, capital regional, dos. Es decir, 10 fiscales solo como mínimo para la Región. En el caso de Constitución, con 60 mil habitantes, teníamos tres fiscales. Uno se lo llevaron a Talca, para compensar, y el otro anda volante por las otras comunas. Es decir, hay un fiscal para 60 mil habitantes, en la zona más terremoteada de este país, junto con Dichato, y donde hay más problemas, por razones obvias. 



Y no hablemos ya de los administrativos, de los técnicos, de los abogados asistentes. O sea, es un descalabro. Y hoy día estamos viendo el Presupuesto. Está bien: nueva legislación, cuando venga, para abril o para mayo, como dice la canción; este es otro tema. Pero entonces posterguemos también una pila de cosas que estamos viendo aquí (programas), señor Presidente, para que hagamos una ley. ¿Y quién le dice a usted que en esa ley se van a dar los recursos necesarios para que las normas se apliquen? Es como el SERNAC financiero, que rechazamos ayer. ¡Brillante proyecto! Al estilo de lo que dicen el Senador Orpis y otros Diputados y Senadores. ¡Brillante! Pero, sin plata. En la Ley de Presupuestos, en la Partida del Ministerio de Economía, ¡nada para el SERNAC financiero! ¡Nada! “En su propia ley, ahí le vamos a dar el presupuesto”, se dice. 



Entonces, eliminemos la fiscalía, quitémosle el presupuesto y hagamos una ley nueva: reconstruimos el sistema, con todas las autonomías o no autonomías, las dependencias -da lo mismo-, pero no mezclemos peras con manzanas, señor Presidente.



Aquí se trata de un presupuesto; de un presupuesto que no corresponde, que no da lugar, que es insuficiente, por lo menos en lo relativo a las Regiones, y, por tanto, un presupuesto que, en esas condiciones, no dan ganas de aprobar.



Yo leo y confío en lo que expresa un Diputado antiguo, serio - algunos sostienen que va a ser Presidente de la Cámara-. Me refiero al señor Cardemil, quien en la Comisión, después de que los Diputados Ortiz y Robles hicieran una exposición, destacó la necesidad de efectuar un aporte sustancial al Ministerio Público en el Presupuesto del año 2012. No dice que después vendrá una ley ni nada. Hizo presente que existen planes y conversaciones en curso, en particular con la Presidencia de la República. Y no es lo mismo Presidente que Presidencia. Algún día podría ser, pero ahora no. A usted le digo, señor Presidente, que este informe señala que hay conversaciones en particular -lo expresa el Diputado Cardemil- con la Presidencia de la República y con los Ministerios de Justicia y de Hacienda.



Esto es lo que uno lee de un informe del que no participamos, porque no atañe a mi Subcomisión, firmado hace pocos días. 



Entonces, ¡alguien aquí está mintiendo! O lo saben la Presidencia, el Ministro de Hacienda y el de Justicia, o no lo saben. 



Entonces, no confundamos. Acepto -por su intermedio, señor Presidente, se lo digo al Senador señor Sabag- que hay que modernizar. Pero esa es una discusión de otro tipo. Aquí estamos debatiendo números, y los números son claros: con lo que tenemos no alcanza.



En consecuencia, desde ese punto de vista, desde ya anuncio mi voto negativo a esta Partida.

El Senador ESCALONA (Presidente accidental).-
Tiene la palabra el Diputado señor Auth.

El Diputado señor AUTH.- Señor Presidente, quiero profundizar, en la misma línea de lo señalado por mi colega -sin la pasión, el compromiso o el involucramiento del Senador Sabag-, mi planteamiento sobre el Presupuesto para el 2012.



A pesar del diagnóstico compartido acerca de la necesidad de ampliar el presupuesto; a pesar del diagnóstico compartido y unánime de que se sobrepasó con creces la capacidad actual del Ministerio Público para responder, en tiempo y forma, a la demanda que existe, se aprueba el presupuesto en la Subcomisión respectiva porque se dice que en abril se comenzará a discutir un proyecto de ley sobre la materia.



Francamente -aquí está presente un colega que cambió su voto luego de esa explicación-, no me calza. Son dos cosas completamente distintas: la necesidad de modernizar, reestructurar o redefinir -como plantea el Senador Sabag- el rol específico y la estructuración interna, en fin, con respecto a una ley importante que comenzó a andar, pero que luego de determinado tiempo resulta razonable revisar. 



Esa es una cosa, y otra es un simple diagnóstico, en el sentido de haber concebido al Ministerio Público, en cuanto a sus dimensiones, para atender un determinado número de causas, y observar que hoy la cantidad de estas es completamente superior a la presupuestada. 



Lo que yo digo es que el Estado debe tener coherencia y consistencia. Y hablo bien del Estado, porque no me estoy refiriendo, específicamente, al Gobierno de turno. Y como Estado emprendimos una reforma extremadamente relevante a la justicia chilena. Creamos una institución. Y, al cabo de algunos años de relación entre esta y la realidad, nos damos cuenta de que las cifras y dimensiones que originalmente precavimos son inferiores a las que la realidad requiere y demanda.



Ese diagnóstico simple, antes de pensar en “reformar” la reforma, lleva a una decisión simple: ajustar presupuestariamente la oferta y la demanda. No estudié Ingeniería Comercial, pero sé de manera positiva lo que pasa cuando se construye una institucionalidad pensada para cierta dimensión del problema y la realidad muestra de manera inequívoca otra cosa. Existe hasta un estudio del BID, respecto del cual ahora -luego de que se dijo, pública y privadamente, que iba a ser decisivo- se escucha que es un elemento de referencia.



No me parece bien que se le encomiende al BID un estudio que sería determinante y, luego de que sus resultados fueran -por decirlo así- “incómodos”, se sostenga que hay que realizar otro y que el primero constituye solo un elemento de referencia.



Aunque pocas veces lo hago, voy a seguir el planteamiento del Diputado Lorenzini en cuanto a no votar a favor o, más bien, a pronunciarme derechamente en contra de esta Partida, por considerar insuficiente su presupuesto y porque se hace caso omiso de un diagnóstico completamente compartido.



Me cuesta entender que un diagnóstico tan compartido no lleve a una conclusión compartida.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, solo haré algunos comentarios sobre el asunto al que se han referido los miembros de esta Comisión.



En primer lugar, como varios han mencionado, el Gobierno prometió enviar, en el marco de la Tercera Subcomisión Mixta, un proyecto de ley sobre fortalecimiento del Ministerio Público de aquí al 30 de abril. Eso es así y constituye un compromiso que vamos a honrar. 



Me voy a referir después a la forma, porque no estamos de acuerdo en que esto deba quedar en una glosa, pero es algo a lo que nos comprometimos y estamos disponibles a dejarlo en un protocolo.



Reitero, existe un compromiso que estoy expresando aquí en forma clara y categórica.



En segundo término, respecto de los recursos, yo separaría lo que está contemplado en el presupuesto para el Ministerio Público, porque son los dineros que este organismo solicitó. 



Ahora, el proyecto de ley al cual nos estamos refiriendo -que se enviará antes del 30 de abril- contará con nuevos recursos; vendrá con un informe financiero, y será discutido en el Parlamento, como corresponde. 



Porque, como usted y los miembros de esta Comisión bien saben, señor Presidente, los dineros no se incorporan en los presupuestos antes de que los proyectos de ley estén aprobados. Solo se incorporan los fondos una vez que la iniciativa se aprueba. Así debe ser, y tiene que seguir siendo de esa manera.



Por lo demás, en los informes financieros se indica cuántos recursos trae determinado proyecto. Y después de aprobado este, y de acuerdo al informe financiero, se asignan los dineros.



Respecto, en términos puntuales, de las indicaciones presentadas, no tenemos inconveniente con la Nº 69, que es de información, pero sí con la Nº 70, porque nos parece, en primer lugar, inadmisible -es nuestro parecer-, ya que se le está imponiendo una obligación al Ejecutivo. Ello no le corresponde a un proyecto de Ley de Presupuestos. 



En definitiva, consideramos que es adecuado que la obligación quede establecida en un protocolo, si es que no bastara el compromiso que estoy tomando frente a toda esta Comisión.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Robles.

El Diputado señor ROBLES.- Señor Presidente, quiero aclarar al Diputado Auth un par de cuestiones.



En términos concretos, el envío de este proyecto se viene tratando en la Subcomisión desde hace tres o cuatro años; no es de ahora. En el proceso del año 2010 la DIPRES le señaló al Ministerio Público que, para poder aumentar la planta de fiscales y avanzar en su plan de modernización, se requería una evaluación externa.



Le planteó ese desafío al BID. Y se llevó a cabo en el Ministerio Público durante 2010.



Estábamos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos en octubre del año pasado y el BID todavía no había terminado su estudio. En ese momento, el Ministro Bulnes -entonces Titular de la Cartera de Justicia- aseguró que, una vez que el Ministerio Público tuviera el estudio del BID, enviaría durante 2011 el proyecto de ley pertinente para su modernización.



Se lo hicimos saber al Ejecutivo en la reunión de esta Subcomisión. Y el planteamiento que se hizo -incluso, hubo una segunda discusión- fue que la iniciativa en cuestión no estaba lista. Y nosotros argumentamos claramente que una cosa es lo que pide el Ministerio Público este año para realizar sus gestiones actuales, y otra el presupuesto que se requiere para su modernización.



El Diputado Auth no puede mezclar cosas distintas. Para aumentar la dotación del Ministerio Público se requiere una ley. No es posible, como en otros estamentos, incrementar su planta simplemente mediante la Ley de Presupuestos. No se puede subir la dotación mediante una modificación al Subtítulo 21 de la Partida Ministerio Público, como se nos explicó, sino mediante una ley.



Tampoco es factible modernizar la gestión del Ministerio Público y tener fiscales especializados en medioambiente u otras materias que hoy día requiere el ordenamiento jurídico, si no es por ley.



Es más, escuchamos a la Asociación Nacional de Fiscales, que nos planteó una cosa muy lógica, y creo que hay que incorporarlo: en la planta del Ministerio Público existe cierta relación entre las remuneraciones y los grados del Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales con los jueces. Pero los demás fiscales, que hacen la pega, no tienen correspondencia con la planta del Poder Judicial.



De ahí que ocurra en forma bastante frecuente -sobre todo, en Regiones- que los fiscales jóvenes que comienzan su carrera rápidamente postulen a otros cargos y se retiren de la fiscalía por una aspiración, desde el punto de vista remuneracional, mayor.



Ellos proponen que debe haber cierta homologación de plantas. Pero eso también requiere una ley; tampoco se puede efectuar vía Ley de Presupuestos.



Finalmente, en la Subcomisión acordamos exigirle al Gobierno que enviara el proyecto, para lo cual se había puesto como plazo junio. El Diputado Ortiz propuso en la Subcomisión llegar a marzo con la iniciativa enviada, fecha respecto de la cual el Fiscal Nacional estuvo conteste en que podía ser una alternativa.



El acuerdo suscrito en la Subcomisión fue que, a más tardar en abril -eso no significa que no pueda ser antes; espero que el Ministerio lo haga así-, estará disponible la iniciativa en el Parlamento.



Ahora, señor Ministro, para certeza nuestra -por eso la Glosa-, del Fiscal Nacional, de los fiscales y del sistema, la indicación no es inadmisible. Porque lo único que pretende es algo que hemos hecho en otras oportunidades en esta Comisión: fijar tiempos para que el Ejecutivo responda por algunas acciones que le interesan al Estado y a los Ministerios, en este caso, al Ministerio Público.



Ha sido así durante varios años. En el Gobierno anterior también establecimos fechas para que se cumplieran los objetivos que busca el Parlamento.



En consecuencia, no me parece inadmisible. 



Por cierto, es mucho más certero que el compromiso se encuentre en la Ley de Presupuestos a que se incorpore en un protocolo, porque los protocolos -perdóneme, Ministro- no siempre se cumplen a cabalidad y, en este plano, resulta evidente que necesitamos un aumento de presupuesto, pero a través de otra ley, no la de Presupuestos.



Por eso voté a favor de la Partida Ministerio Público, en el entendido de que se tramitaría un proyecto de ley para mejorar las acciones de este organismo.



Y en ese momento habrá que ver también lo planteado por el Senador Sabag. Porque, evidentemente, cuando uno revisa la ley en general del Ministerio Público, tiene la oportunidad, como parlamentario, de iniciar, de acuerdo a lo que ocurra, una evaluación global de otros aspectos.



Lo importante aquí -por lo menos desde mi punto de vista esta Glosa es relevante, y espero que sea aprobada- es que debe despacharse ese proyecto de ley a más tardar en abril.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El Senador señor GARCÍA.- Señor Presidente, aquí tenemos, en mi concepto, un diagnóstico compartido en el sentido de que se requiere reforzamiento, modernización, agilización del Ministerio Público. A todos nos preocupa que la justicia sea oportuna, que este organismo efectivamente persiga los delitos y lleve a los responsables ante los tribunales.



En eso estamos todos de acuerdo.



Además, existe un compromiso claro del Ejecutivo en cuanto a enviar, antes del 30 de abril, un proyecto de ley, que no es tan simple. Porque no se trata solamente de agregar recursos para la contratación de fiscales, sino que además estos fiscales deben asimilarse a una planta, lo que debe ser concordado, para no pasar a llevar la carrera funcionaria.



Ello, obviamente, requiere un trabajo y un análisis del Parlamento.



Si lo pusiéramos en la Ley de Presupuestos, yo les aseguro que la crítica sería a la inversa, y se diría: “Cómo es posible que se estén aumentando cargos en el Ministerio Público a través de una ley transitoria, como lo es eminentemente la de Presupuestos, y no mediante una permanente, cuando precisamente lo que se requiere es el análisis, estudio y despacho de una ley de carácter permanente”.



Por último, considero que la indicación N° 70 es evidentemente inadmisible. No podemos imponer al Presidente de la República, por medio de una Glosa de origen parlamentario, la obligación de enviar proyectos de ley. Le estamos estableciendo una obligación, una función. Y eso no lo podemos hacer, conforme a nuestro ordenamiento constitucional.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Marinovic.

El Diputado señor MARINOVIC.- Señor Presidente, me gustaría compartir con mis colegas una reflexión que va en un ámbito quizás distinto, más en la línea de lo que planteó el Senador Sabag al inicio de este debate, y que se refiere a la delincuencia.



Tengo la impresión, así como todas las opiniones vertidas aquí son respetables, de que lo relativo a la delincuencia y su control no es solo una cuestión de recursos más, recursos menos, de fiscales más, fiscales menos, sino también de señales políticas, de legislación, de norma.



En ese ámbito, siento que el país -no en un Gobierno, sino en muchos- ha dado a los delincuentes, a los criminales, a las personas que vulneran la sana convivencia entre los habitantes, a los violadores de niños, a los ladrones, a los cogoteros, a los asesinos, a toda esa gente, señales en el sentido de que los quiere castigar menos.



Esa es la impresión que a mí y a mis electores en la Región de Magallanes nos deja la actuación del Estado (Ejecutivo, Legislativo y todos nosotros).



Por eso, señor Presidente, pienso que  aquí se trata de algo más que de contratar dos mil, tres mil fiscales, porque finalmente deberíamos tener un fiscal detrás de cada delincuente, y un carabinero al lado: el carabinero para detenerlo, y el fiscal, condenarlo.



Pero si no les damos a los fiscales -esa es otra discusión que tenemos respecto de ellos- las herramientas jurídicas, legales, para que efectivamente puedan poner tras las rejas a quienes delinquen, creo que estaremos en un círculo vicioso, en donde podremos aumentar el Presupuesto muchas veces, pero no cumpliremos con el objetivo de bajar la delincuencia y que las víctimas sientan que el Estado, que debe proteger a todos, hace las cosas bien para tal fin.



De tal modo, le quiero pedir ¡por favor! a este Gobierno que no mande más proyectos tendientes a sacar presos de las cárceles, aunque se trate de delitos pequeños.



Como legisladores también debemos hacernos una autocrítica, a fin de que generemos las herramientas para que los fiscales puedan trabajar, y de esa forma no tengamos un sistema que, por mucha plata que le pongamos, no traerá tranquilidad a la gente que hoy día la requiere a gritos.



Por esa razón, quiero dejar planteada esta materia -como dijo el colega Ortiz- para que quede en la historia fidedigna de la ley, con una visión distinta.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Corresponde votar la Partida 23 Ministerio Público.

El señor BUSTOS (Secretario).- Habría que pronunciarse primero sobre las indicaciones, ya que la Subcomisión Especial no formuló modificaciones a esta Partida.



Se ha presentado la indicación N° 69, que es de información, para agregar una Glosa 03, nueva, que expresa:



“Trimestralmente el Ministerio Público enviará a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de ambas Cámaras y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos una síntesis de los casos ingresados, desglosado por Región y comuna, indicando la tasa de despacho (cuociente ingreso/término); tasa de judicialización distinguiendo entre suspensión condicional del procedimiento y sentencia definitiva explicitando el número de sentencias absolutorias y condenatorias; número de archivos provisionales; tiempo promedio de tramitación de los casos y número de víctimas afectadas. Respecto de cada indicador deberá precisarse su tasa de variación respecto al trimestre anterior.”.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Si le parece a la Comisión, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba la indicación N° 69.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Con respecto a la indicación N° 70, se ha solicitado la opinión de la Mesa acerca de su admisibilidad.



Se declarará inadmisible. Estamos en un régimen presidencial. De modo que no corresponde que el Parlamento establezca funciones u obligaciones de iniciativa de ley al Presidente de la República.



--Se declara inadmisible la indicación N° 70.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

El Diputado señor ORTIZ.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con usted en que la indicación es inadmisible.



Pero recordé que hay una jurisprudencia en este punto, que haré llegar a la Sala de la Cámara de Diputados. Cuando el actual Ministro de Economía, señor Longueira, era Senador, colocamos en el Presupuesto del 2010 una Glosa sobre un proyecto de ley, con el acuerdo del Ejecutivo.



En segundo lugar, el señor Ministro de Hacienda ratificó lo que dijo la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa, como figura en la parte pertinente del informe de Subcomisión Especial, en el sentido de que sí o sí se firmará un protocolo. Si no se llega a un acuerdo entre las dos partes, a lo menos la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos será garante de ello.



Quiero dejar estampado eso aquí, para que quede en el informe que se hará llegar posteriormente a la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- El Diputado señor Ortiz tiene razón en un aspecto.



La Ley de Presupuestos ha establecido glosas en las cuales se adelanta un criterio sobre un gasto, como ocurrió en la Ley de Presupuestos para el 2011 en relación con el Bono sobre Ingreso Ético Familiar. Sin embargo, contaba con el patrocinio del Ejecutivo.



Lo mismo sucedió el 2002-2003, cuando se inició el plan piloto sobre Chile Solidario, que también tenía el patrocinio del Ejecutivo.



Corresponde, entonces, votar la Partida 23 Ministerio Público.



En votación.

El señor BUSTOS (Secretario).- Los que estén por aprobar la Partida levanten la mano, por favor: 14 votos a favor.



Quienes estén por rechazarla: 4 votos en contra.



Abstenciones: una.



--Se aprueba la Partida 23 Ministerio Público (14 votos a favor, 4 en contra y una abstención.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- A continuación, corresponde ocuparse en la Partida 08 Ministerio de Hacienda. 

El señor BUSTOS (Secretario).- La Primera Subcomisión deja constancia en su informe de dos modificaciones.



La primera afecta, en el Capítulo 01, al Programa 05, Consejo Auditoría General de Gobierno, que fue rechazado en su integridad, con excepción de los gastos permanentes.



La otra enmienda incorpora, en el mismo Capítulo, Programa 07, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 002, Sistema Integrado de Comercio Exterior (SICEX), una glosa de información.



Respecto al programa rechazado en la Subcomisión, el Ejecutivo ha presentado la indicación N° 8 para reponerlo. 



Además, hay 3 indicaciones parlamentarias, las N°s 71, 72 y 89. 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.

El Diputado señor LORENZINI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra, Diputado Lorenzini.
El Diputado señor LORENZINI.- Señor Presidente, uno de los temas que hemos estado discutiendo arduamente, y con participación transversal, es la defensa de los consumidores y de los organismos fiscalizadores. 


Hace algún tiempo, con los Diputados Burgos y Cornejo nos reunimos con el Ministro de Hacienda, quien tuvo la gentileza de recibirnos, para plantearle la posibilidad de cambiar la actual estructura de las Superintendencias de Valores y Seguros, y de Bancos e Instituciones Financieras. La idea es asemejarlas a la de una institución tipo Banco Central: colegiada, sin nominación presidencial, sin dependencia indirecta -si se quiere- de La Moneda. Se busca potenciarlas como comisiones compuestas por varias personas. Así, se escucharían muchas opiniones antes de tomar las decisiones. 


Entiendo que eso está caminando. Seguramente el Ministro mencionará algo al respecto. Ya dijo que esa idea se estaba estudiando. Ojalá se transforme luego en un proyecto de ley.



Sin embargo, la experiencia con el caso la Polar, lo sucedido en otras actividades financieras y lo que aconteció ayer con el proyecto del SERNAC Financiero me hacen pensar en que quizás las platas asignadas a las Superintendencias que mencioné no sean suficientes. 


Nos parece que se debe potenciar dicha función. 


Sé que son organismos técnicos. Pero uno advierte la influencia que ejercen las instituciones financieras más allá de lo adecuado. A ellas les resulta fácil contratar asesores o disponer de los estudios correspondientes, pues manejan muchos fondos. 


Ante ello, nuestra impresión es que ambas Superintendencias pueden potenciarse más. 


Mientras llega dicha iniciativa legal, que puede cambiar la forma y, como decía el Ministro, el mérito de dichas entidades supervisoras, es posible discutir la parte presupuestaria de esta materia: los gastos que puedan irrogar y los ingresos que se necesiten. 


Nos parece que la Partida es un poco insuficiente en esa parte. 


Se trata de un asunto de interés ciudadano, no de algo en la lógica Gobierno-Oposición. 



Queremos que se potencie a ambas Superintendencias y que se manifieste el compromiso de analizar la situación, salvo que el referido proyecto se despache en corto plazo, para hacer que ellas sean más fuertes, más fiscalizadoras; tengan más presencia en Regiones, y permitan mejor acceso a los ciudadanos, en términos más normales, no tan técnicos.



Por lo tanto, respetuosamente, por su intermedio, señor Presidente, pido al Ejecutivo que considere una cantidad adicional en el presupuesto de las dos Superintendencias mencionadas. 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El Senador señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en la misma línea de lo planteado por el Diputado Lorenzini, esta cuestión efectivamente debiera abordarla el Ejecutivo. Y nosotros, como Parlamento, también hemos de pronunciarnos. 


La iniciativa sobre el llamado “SERNAC Financiero” fue despachada por el Senado y ahora se halla en trámite en la Cámara de Diputados, donde se le formularon algunas observación. Aclaro que no se trata de crear una Superintendencia del retail, sino de darle al Servicio Nacional del Consumidor mayores atribuciones para que pueda conocer temas relacionados con la provisión de servicios financieros. 



Durante el debate de dicho proyecto en esta Corporación, hicimos presente al Ministro de Economía la necesidad de incrementar la planta de personal y mejorar el instrumental para que el SERNAC pueda ejecutar la tarea que se agregaba a sus objetivos. Su Director Nacional dijo que con el aumento de dotación propuesto le será factible realizar la labor que le encomienda la ley en análisis, lo cual es bastante importante desde el punto de vista de los consumidores de crédito del país. 


Sé que en la Cámara de Diputados se han presentado indicaciones sobre el proyecto, y se ha reiterado la necesidad de contar con tales normas. Yo también quiero dejar constancia de ello.



Por mucho que dictemos la ley del llamado “SERNAC Financiero”, si no se entregan los instrumentos y los medios necesarios para un buen servicio, en vez de ayudar a quienes queremos favorecer, generaremos mucho más conflicto y desprestigio a la labor que se pretende realizar. 



Por otra parte, en la iniciativa que mandó el Gobierno sobre deuda consolidada, en trámite en la Comisión de Economía, se le agrega a la Superintendencia de Bancos -y me parece bien- una serie de elementos de control, regulación y fiscalización no solo respecto a los bancos o instituciones que cumplan dichas funciones, sino también a entidades del retail y a otras de tipo financiero que proveen créditos y ejecutan tareas similares a las de los bancos. Es una nueva función que se le dará a la Superintendencia. 


Lo sucedido en el caso La Polar, como se ha dicho acá, muestra la debilidad de los órganos regulatorios, no porque brinden un mal servicio, sino porque no cumplen a cabalidad la tarea que se les asigna, dada la imposibilidad de ejercer el servicio que corresponde. 


Por eso, durante la discusión del proyecto de ley sobre la llamada “deuda consolidada”, habrá que hacer presente la necesidad de fortalecer a la Superintendencia de Bancos para que siga cumpliendo su actual papel no solo con relación al sistema bancario, sino también respecto de los otros proveedores de créditos.



Por eso me interesaba dejar constancia de ambas situaciones.



Ojalá el Ministerio de Hacienda tome nota de ello y haga llegar las indicaciones pertinentes para las dos iniciativas: a la Comisión Mixta pertinente la relativa al SERNAC Financiero, y a la Comisión de Economía o en algún otro trámite, la referida a la deuda consolidada.
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Yo también deseo intervenir sobre este punto.



Quiero informar a la Comisión Mixta de Presupuestos que voy a mantener mi voto en contra del Programa 05, Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno, que se plantea reponer con la indicación N° 8, del Ejecutivo. 



Estimo que dichos dineros podrían servir para fortalecer las Superintendencias, como se ha señalado. 


Considero que ninguna razón fundamenta tal Programa, incluso me parece absurdo. Así lo manifestó también el ex Presidente Frei y el Senador Lagos, con quienes lo votamos en contra la Primera Subcomisión. Nos parece que nada justifica que el Ministerio de Haciendo tenga tales instrumentos de auditoría. El que debe ser auditado es, precisamente, el Ministerio de Hacienda. ¡Digámoslo derechamente! 


¡Y no le estoy haciendo un cargo, Ministro, en el sentido de que usted deba ser auditado...! No. Me refiero al plano institucional. Es la Cartera de Hacienda la que tiene que ser auditada. ¡No al revés! 


Entonces, lo propuesto parece claramente un contrasentido. ¡Es un absurdo institucional! 



Y más me preocupa la situación -es inevitable trasladar este asunto al ámbito político en este caso-, considerando la posición que adoptó el Ejecutivo con relación al Consejo para la Transparencia. 



El Presidente de dicho organismo, el ex Diputado Raúl Urrutia, llevó adelante una labor sumamente exigente durante el Gobierno anterior y el actual. Y quienes lo conocimos como parlamentario sabemos que no era una persona vinculada a la Concertación. Recuerdo que en el primer período luego de la reinstalación del Parlamento (de 1990 en adelante), al Diputado Urrutia le correspondió un rol muy sobresaliente en la bancada de Renovación Nacional. Esa fue una época nada de fácil: el período del reinicio de la democracia y de la instalación de la transición, cuando se abordó un conjunto de materias sumamente complejas. No estamos hablando de alguien que tenían posiciones acomodaticias o que rehuían el debate. Aunque no era fácil en ese momento enfrentar discusiones muy ásperas, él nunca ocultó su postura. Y la defendió con pasión y, por momentos, con brillantez. 



Por ello, no entiendo por qué el Ejecutivo no propuso al actual Presidente de dicho Consejo para continuar en sus funciones, y presentó a un candidato de remplazo altamente cuestionable: el abogado señor Eyzaguirre. 



Entonces, por una parte, se debilita el Consejo para la Transparencia, que debe cumplir una función relevante junto con la Contraloría General de la República y las diferentes fiscalías de los Ministerios, y por otra, Hacienda quiere tener su propia auditoría. No veo ninguna razón para tal contrasentido. 



En consecuencia, lamento decirlo de manera tan enfática, pero voy a mantener mi postura y votaré en contra de la indicación Nº 8. 



Se han inscrito para intervenir el Diputado señor Montes, los Senadores señores Tuma y García, y el Diputado señor Silva. 



Tiene la palabra el Diputado señor Montes.

El Diputado señor MONTES.- Señor Presidente, quiero plantear cuatro temas que me preocupan respecto del Ministerio de Hacienda. 



El primero -ya fue señalado por algunos parlamentarios- dice relación con las Superintendencias en general, sobre todo con las que supervigilan el funcionamiento del mercado de capitales y el sector financiero. 



Hace alrededor de 10 años, cuando se terminó el informe sobre el caso Inverlink, una de las conclusiones más importantes fue que nuestro sistema financiero no contaba con un mecanismo que les permitiera a los actores conversar entre ellos, y tampoco con una visión de conjunto. Era necesario crear un sistema que coordinara las distintas Superintendencias y que, por lo menos, permitiera el intercambio de información, pues lo ocurrido con Inverlink se explicaba por la falta de antecedentes. 



Por otra parte, tanto en Chile como en el exterior ha venido creciendo la idea de que una superintendencia no puede convertirse en una autoridad tomando decisiones, interpretando normas y decidiendo por sí y ante sí distintas materias. Ello, porque su margen de error es bastante alto. Por tanto, deben existir cuerpos colegiados, sobre todo para la interpretación de la ley y para enfrentar la diversidad de casos que se presentan.



Por eso alego. 



El actual Gobierno hace un año y fracción anunció que compartía tal idea, pero la realidad no ha caminado. Y debo insistir en que ella es fundamental. ¡No se puede seguir postergando esa reforma! Tales entidades supervisoras deben funcionar como sistema. El SERNAC Financiero, por ejemplo, debe ser parte de él; de lo contrario, su potencialidad será baja. 



En definitiva, pido que todo eso sea un sistema y que haya cuerpos colegiados en las Superintendencias. 



A propósito de la Superintendencia de Seguridad Social, se dio este mismo debate en la Comisión de Hacienda hace unos días. Y se planteó algo previo: la obligación de la Superintendenta a someter ciertos asuntos más generales e interpretativos a un cuerpo colegiado, a fin de no tomar una decisión unipersonal, porque en esta condición el margen de error es mayor. 



Ahí la cuestión es más global. En el ámbito financiero, tal necesidad es mucho más evidente y urgente. 



El segundo asunto que quiero señalar se refiere a un servicio dependiente del Subsecretario de Hacienda: el Registro Central de Colaboradores del Estado.



El problema es que operativamente dicho Registro presenta ciertas rigidices para acoger realidades diversas. Por ejemplo, se da el absurdo de que, por el formulario utilizado, los condominios de viviendas sociales, que no cuentan con un número asociado a su personalidad jurídica -ello porque su forma jurídica está dada por ley-, no pueden ingresar al registro. La página web les impide el acceso. 



También he podido constatar que en la información que allí aparece muchas veces no figura el representante legal de otras instituciones, situación que desconozco por qué se produjo.



Ante ello, quiero solicitar -no presentaré para esto una indicación- que el Registro de Colaboradores del Estado sea lo más abierto y flexible que se pueda, a fin de incorporar diversas realidades. Porque su objetivo es saber quién colabora con el Estado. Y debe tener cierto nivel, cierto estatus. Además, entiendo que la creación de este Registro fue una sugerencia de la propia Directora de Presupuestos. 



Pero este precisa mayor flexibilidad. 



En todo caso, he constatado que los comités de administración de los condominios de viviendas sociales están excluidos del Registro por una razón puramente formal. 



La tercera materia que me interesa abordar se refiere a la Alta Dirección Pública. 



Desde hace dos años venimos conversando este asunto -Rodrigo Álvarez, cuando era Subsecretario, estuvo de acuerdo conmigo-. Es el hecho de que las indemnizaciones de las personas desvinculadas del sistema están hoy regidas por la última interpretación del Contralor. Pero este tuvo otra interpretación antes. 



Producto de aquello, esas personas, que pusieron en juego toda su historia en el sector público, se han visto muy afectadas. 



El Contralor, a partir de una norma ya establecida, cambió de criterio y decretó que correspondía pagar una indemnización solo por el tiempo en que se desempeñaron en el cargo dentro de la Alta Dirección Pública, sin contemplar su permanencia en el sector público, como se procedía de acuerdo a la interpretación anterior. 



Puede que resulte más lógica la última interpretación, pero tales profesionales ingresaron en otras condiciones. Por lo tanto, aunque no son muchas las personas afectadas, se trata de una situación tremendamente injusta. 



La cuarta cuestión que quiero plantear también se relaciona con la Alta Dirección Pública, pero desde un punto de vista general. 



En la Cámara de Diputados, se acaba de generar un problema: se presentó un proyecto -una especie de “ley corta”- que contenía una serie de modificaciones de tipo procesal, de eficacia en los procedimientos, el cual fue rechazado por producirse un doble empate. 



Cuando el año pasado objetamos el presupuesto de la Alta Dirección Pública, preguntamos: “¿qué se busca conseguir con los 6 mil 800 millones considerados: seleccionar los cuadros del bloque de Gobierno o gente con mayor mérito para cumplir funciones públicas?”. 



Ese fue el debate.



Finalmente, se impuso la idea de que serían personas con sensibilidades afines al Gobierno. 



El Ejecutivo presentó la iniciativa como ley corta, y dijo que después vendría una ley larga. 



En el debate correspondiente tratamos de mejorar ciertas cosas de procedimiento, pero desde el primer momento manifestamos que nos parecía muy importante introducir una modificación más de fondo, porque no estábamos dispuestos a volver a legitimar un sistema que ha sido muy cuestionado por el tipo de tratamiento que han recibido los cargos de la Alta Dirección Pública. 



Fundamentalmente, propusimos que el Sistema de Alta Dirección Pública no seleccione gente solo por mérito y por pertenecer al bloque político de Gobierno. En forma simultánea debía hacerse un seguimiento de los seleccionados para evaluar lo que estaba ocurriendo; de esa forma, las desvinculaciones, entre otras cosas, estarían ligadas a una evaluación formal. 



También sugerimos que los criterios de selección no fueran iguales para los niveles primero y segundo. Entendemos que en el primero se actúe con un criterio más político, pero en el segundo tenía que predominar el mérito. En verdad, pedimos una diferenciación. 



Eso fue lo que argumentamos y discutimos.



Al final no hubo ninguna flexibilidad para acoger nuestras inquietudes. Se nos dijo que vendría una ley larga. Pero el proyecto aludido no se aprobó. Habrá que buscar una fórmula para volver a legislar sobre el particular. 



Mientras no introduzcamos cambios mayores y sigamos con un sistema que es más parecido al de selección de los cuadros del bloque de Gobierno, gastar 6 mil 873 millones en seleccionar a los cuadros de la Administración de turno no es lo más razonable.



Por lo anterior, creemos que esto no debiera ser aprobado, de manera que el Ejecutivo se vea ante la necesidad de apurar el cambio estructural y la forma de legitimar el sistema frente a todos, que tenga mucha relación con el seguimiento, en especial para el segundo nivel de la Alta Dirección Pública.



En cuanto al tema de la auditoría, no recuerdo por qué quedó dentro del Ministerio de Hacienda. En todo caso, en distintas épocas, esta Cartera siempre ha tratado de llevar todo para sí. Porque también se encuentra allí la evaluación de programas públicos. Es decir, el que toma más decisiones sobre los programas públicos es a su vez el que los evalúa.



Me parece que la auditoría del sector público no debiera estar en dicho Ministerio. Hay que buscar una manera de insertarlo dentro de la organización del Estado que permita que cuente con toda la autonomía. Le preguntaba recién al Subsecretario quién está a cargo de esto. Pero él ha ido a discutir esta materia a otras oficinas dentro del aparato del Estado que no son necesariamente las que deben tener la mayor objetividad, incluso para poder autocriticar al Gobierno de turno.



Entonces, resulta bastante importante que revisemos el asunto hacia delante.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El Senador señor TUMA.- Señor Presidente, el Presupuesto que estamos discutiendo no tiene mucha diferencia con el vigente. Como si el escándalo de La Polar no hubiese cambiado las cosas en orden a mirar los vacíos del Estado en un ámbito tan importante como los derechos de los consumidores, de los usuarios de crédito, de los deudores.



Y, en verdad, pensamos que el proyecto de Ley de Presupuestos no responde a la preocupación de los ciudadanos acerca de lo que ocurre en todos los servicios que atienden a las personas en el campo económico.



No vemos en el presupuesto de los organismos fiscalizadores alguna modificación significativa. Entonces, parece que nada hubiese acontecido en nuestro país en materia de crédito, de empresa, de concentración de la oferta de crédito, y en lo relativo a los abusos hacia los consumidores.



Por lo tanto, creo que se requiere otra mirada. Se ha de ver qué hacemos como Estado para entregar seguridad y garantía a los deudores, a quienes suscriben un pacto, un compromiso de crédito.



Fíjense que en el Programa Coordinación de la Reforma Judicial, en el Presupuesto en trámite, estamos aprobando recursos para la Defensoría Penal Pública. Hay fondos destinados a defender a quienes delinquen. Sin embargo, no existe ninguna institución del Estado que defienda los derechos de los ciudadanos que han suscrito un compromiso de pago con alguna financiera o casa comercial.



Entonces, no hay contraparte del Estado en orden a asegurar que este será un buen compañero, un buen aliado, un protector de los débiles o de quienes desconocen sus derechos frente a la firma de un contrato.



Por eso, echo de menos en el presente proyecto de Ley de Presupuestos alguna innovación en esa materia. No existe ninguna.



Tampoco creo que el fortalecimiento de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y de la de Valores y Seguros resuelva este problema. Porque las Superintendencias hacen bien su trabajo cuando protegen la industria que fiscalizan. Pero no poseen facultades ni se encuentran diseñadas para velar por los derechos de quienes se relacionen con esa industria.



Por consiguiente, estimo equivocada la mirada que como Estado estamos dando, y más a aún con este Presupuesto.



En cuanto a la Alta Dirección Pública, creo que este ha sido un Gobierno de excelencia en despedir a muchos funcionarios que, habiendo accedido a su cargo a través de dicho sistema y mediante concurso, han perdido sus puestos de trabajo sin indemnización. Y ello, debido a una decisión caprichosa de quienes ejercen en los servicios del Estado la facultad de reemplazar a personas que, teniendo las condiciones, no son de confianza.



Señalo lo anterior porque la ley Nº 19.882 establece la existencia de 915 cargos de alta dirección pública, de los cuales 148 son de confianza, por lo cual no son provistos mediante concurso. Pero 767 sí tienen que ser llenados por concurso. De estos, un tercio -283- se encuentran vacantes. Y no por una semana, quince días, un mes, tres meses, seis meses, tiempo que uno podría considerar razonable. En promedio, por casi más de un año se encuentran cargos vacantes en distintos servicios públicos de gran importancia para los ciudadanos, como el IPS, la JUNJI, el INDAP, los servicios de salud, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, el Servicio Nacional del Consumidor, el Servicio Nacional de la Discapacidad, servicios regionales, en fin.



Creo que en este punto hay una muy alta responsabilidad.



El Gobierno debiera asumir otra actitud en esta materia, respecto de la cual políticamente criticó tanto a los Gobiernos de la Concertación señalando que no realizaban una selección adecuada cuando contrataban al personal. Y avanzamos en una legislación que dio transparencia y entregó confianza a la opinión pública en cuanto a que ahora sí los cargos se llenarían con pertinencia, cumpliendo un perfil determinado. Y hoy vemos que muchísimas personas están desempeñando funciones sin cumplir ni de cerca el perfil que exige el cargo.



Entonces, no solo es responsabilidad del servicio de Alta Dirección Pública que las cosas ocurran como deben, sino también de un tercio de los servicios del Estado que no ha cumplido con la ley.



En tal sentido, invito a rechazar la Partida 08 y solicito votación separada del Programa 01, Capítulo 15, correspondiente a la Dirección Nacional del Servicio Civil, aun cuando lo aprobamos en la Primera Subcomisión (yo la presidí, así como hizo lo propio en la Quinta el Diputado Ortiz). Pero lo votamos favorablemente sin conocer esta información. Requerimos los antecedentes, lo aprobamos. Pero, al analizar con posterioridad la información, nos damos cuenta de que en un tercio de los cargos no se ha llamado a concurso y están, en general, siendo ocupados por los amigos de los amigos, los parientes y los compadres, con la excusa de que son cargos provisionales, que pueden ser llenados simplemente al arbitrio. No se trata de directores de empresas, sino de directores de servicios públicos.



En este punto queremos hacer un llamado al Gobierno. Y por eso pido votación separada, para dar una señal.



Y en segundo término, hemos presentado una indicación para corregir lo relativo a la vacancia indebida, para que se atengan a la ley.



Se trata de la indicación Nº 89, que agrega un inciso final, nuevo, a la Glosa 03 de la Partida 08, Capítulo 15, Programa 01, del siguiente tenor:



“Respecto de los cargos adscritos al Sistema de Alta Dirección que al año 2012 lleven más de un año vacantes no procederá la facultad contemplada en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, debiendo proveerse de acuerdo a las reglas generales de la precitada ley, convocándose en consecuencia a los concursos respectivos.”.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El Senador señor GARCÍA.- Señor Presidente, quienes me han antecedido en el uso de la palabra se han referido -me atrevo a señalar- a tres materias principales. La primera de ellas es que el Consejo de Auditoría Interna dependa del Ministerio de Hacienda y no de la Presidencia de la República.



Quiero recordar que dicho Consejo de Auditoría Interna fue una iniciativa que impulsó, durante su Administración, el ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



Desde mi punto de vista, esta es una muy buena iniciativa. A mi juicio, el Gobierno, el Primer Mandatario, tienen el legítimo derecho de contar no solo con una buena información, sino también con un buen control respecto de lo que pueda estar ocurriendo en los distintos servicios públicos y -algo muy importante- en las empresas públicas. Se requiere alguien que esté preocupado de encender las luces amarillas y, a veces, las rojas, cuando en la Administración del Estado -no solo en el Gobierno central- y en las empresas estatales ocurran situaciones administrativamente malas o, lo que es peor, constitutivas de delito.



Me parece muy positivo que exista un Consejo de Auditoría Interna. Y lamenté que el Presidente Frei Ruiz-Tagle no haya alcanzado a enviar durante su mandato el proyecto que lo creaba y le daba un carácter más institucional. Pero que es algo necesario, lo es.



Ahora bien, que dicho organismo dependa de la Presidencia de la República, tendría que discutirse, debido a que finalmente estaría defendiendo los intereses de la Presidencia. Tampoco considero bueno que quede bajo la dependencia del Ministerio de Hacienda. A lo mejor, debiera estar supeditado a la Secretaría General de la Presidencia.



Más allá de la dependencia, lo importante es que el organismo existe, que cumpla el objetivo de prevenir acciones que pueden causarle un grave daño a la Administración del Estado y al país. Y, en ese sentido, lo valoro y prefiero que quede radicado en el Ministerio de Hacienda, a que no esté.



En segundo lugar, en cuanto a la Alta Dirección Pública, el Senador señor Tuma decía recién -me corrige si la cifra no es exactamente la que señaló- que hay aproximadamente 290 cargos que deben ser nominados por dicho sistema, pero que no han sido ocupados.



Pienso que habría que revisar esa cifra. ¿En qué sentido? Todos sabemos que existen graves problemas para llenar los cargos de Alta Dirección Pública en el sector Salud. Por ejemplo, nadie quiere postular a la Subdirección Médica de los hospitales, porque son cargos de mucha responsabilidad, tremendamente complejos y que no van acompañados de la remuneración debida.



Desde el punto de vista económico, para un médico es más conveniente un sistema denominado “22/28” o algo así. Es decir, que hacen un turno, trabajan un par de mañanas e, incluso, me parece que hasta jubilan antes.

El Diputado señor LORENZINI.- ¡Como los Senadores!

El Senador señor GARCÍA.- Eso era antes, Diputado Lorenzini. Ese fue el régimen de los antiguos Senadores y Diputados. Nosotros no; ahora jubilamos a los 65 años. Así que espero que usted tenga harta salud para que dure hasta esa edad y después goce de su jubilación.



Quiero decir que en materia de Alta Dirección Pública debemos hacer revisiones, las cuales, básicamente, dicen relación con remuneraciones que no están acordes con las responsabilidades y con las exigencias académicas que se piden para los cargos públicos.



Finalmente, aquí ha habido intervenciones referidas a las actuaciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y, principalmente, de la de Bancos, en lo que respecta al caso La Polar. La prensa de hoy día dice que los ex ejecutivos de esa empresa serán formalizados por lavado de dinero, por infracción al mercado de valores y a la Ley de Bancos. Y yo creo que en eso estamos avanzando.



Ahora, sin perjuicio de ello, no hay duda de que no actuaron bien las clasificadoras de riesgo, las compañías auditoras. Y si hay alguien a quien tenemos que apuntar con el dedo es a las empresas de auditoría y, por supuesto, también a las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras, de AFP, a través del tiempo, porque, obviamente, no puede ser responsabilidad de quienes hoy día ocupan los cargos, pues esto venía de mucho antes.



Si es cierto lo publicado en la prensa, en cuanto a que durante 10 años estuvieron engañando con utilidades falsas a la ciudadanía, a los inversionistas, a los clientes, en fin, imagínense el nivel de astucia de esas personas para haber burlado a tanto organismo fiscalizador e instituciones públicas y privadas.



Dicho lo anterior, estimo que lo peor que podemos hacer es votar en contra de los presupuestos de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros, porque las necesitamos más que nunca. Y, probablemente, requieren no más recursos, sino que, también se debe revisar si los profesionales o los perfiles profesionales o la capacitación que ellos reciben están -permítanme usar la expresión- conforme a los tiempos de hoy. Tal vez se necesitan perfiles profesionales con mayor agudeza y con mayor sentido, pues ya no solo se trata de fiscalizar los negocios que cumplen con valores éticos y que están manejados por personas que actúan de buena fe, sino también de controlar negocios donde francamente hay delito, como es lo que se está descubriendo en La Polar.



Creo firmemente que se debe efectuar una revisión en ese sentido, pues eso no se arregla por la vía de, simplemente, incrementar el presupuesto a las Superintendencias de Valores y de Bancos. Me parece que se precisa hacer un estudio mucho más profundo.



Tenemos que aprobar esos presupuestos, porque está más claro que nunca que necesitamos sólidas Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros, de Administradoras de Pensiones, de Seguridad Social, entre otras.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Silva.

El Diputado señor SILVA.- Señor Presidente, el Senador señor García me ha ahorrado muchas de las cosas que deseaba comentar, por lo tanto, voy a poner el foco en algunos puntos específicos.



En primer lugar, respecto a la supervisión, quiero informar a los señores Senadores y Diputados que en la Subcomisión se aprobó el presupuesto de la Superintendencia de Valores y Seguros por 4 votos a favor y 2 abstenciones, y el de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, por 5 votos a favor y una abstención. Cabe destacar que allí hubo un amplio debate tocante al papel que dichas instituciones cumplían.



Es bueno que los señores parlamentarios sepan que hubo acuerdo en cuanto a que hay desafíos hacia delante, pero también en que es preciso otorgar los recursos necesarios para poder mantener los roles fiscalizadores.



El Diputado señor Montes habló acerca de la preocupación por el avance de una nueva estructura de supervisión en materia de Superintendencia. Y yo comparto eso. Este punto lo debatimos no solo en la Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, sino también en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, a raíz de ciertos proyectos que analizamos en los últimos días.



Sin embargo, debo precisar que no se trata de que no haya habido avance; los ha habido y en forma importante en el último tiempo. 



En primer lugar, el Ministerio de Hacienda encargó a una comisión de trabajo que analizara la estructura del Sistema de Regulación y Supervisión Financiera. El estudio fue entregado hace algunos meses y está disponible para todos.



En segundo término, en materia regulatoria, se creó el Consejo de Estabilidad Financiera -presidido por el Ministro de Hacienda y asesorado por el Presidente del Banco Central y otras autoridades de este-, que ya está operando, para generar lo que planteó el Diputado Montes: instancias colegiadas que se ocupen de ir revisando de manera integrada los problemas financieros y regulatorios. Estos antes quizás eran muy sectoriales; pero ahora la realidad ha demostrado que requieren una mirada más integrada.



En tercer lugar, entiendo que se está elaborando -esperamos que se presente pronto- un proyecto de ley que permite avanzar hacia una nueva forma de regulación y supervisión financiera.



Desde ese punto de vista, creo que respecto a supervisión y superintendencias, tanto por el debate habido en la Subcomisión cuanto por lo que ha avanzado este año y medio el Ministerio de Hacienda, hay condiciones para decir que vamos bien encaminados.



Por lo tanto, deberíamos dar nuestro apoyo en esta materia y entregar los recursos adecuados.



Con relación al Consejo de Auditoría, concuerdo con lo señalado por el Senador García en términos de que, independiente de dónde ha de radicarse el debate, es bueno que exista ese organismo.



Como se informó en la Subcomisión, dicho Consejo cumple tres funciones. La primera es de autorregulación: efectúa un monitoreo semestral de los planes de acción de los distintos servicios; la segunda, de verificación y control, y la tercera, de prevención, con toda una línea de actividades.



Obviamente, es deseable que tenga mayor autonomía.



Ojalá hubiera disposición para avanzar en la materia. El problema estriba en que a veces la hay pero nos topamos con hechos como el ocurrido el martes pasado en la Cámara de Diputados, donde se rechazó la idea de legislar sobre el proyecto que perfecciona el Sistema de Alta Dirección Pública.



Espero, pues, que aquella buena disposición prime sobre este espíritu.



Sería lamentable, señor Presidente, en cuanto a la posibilidad de que al interior del Gobierno funcionen instancias que ayuden a ejercer control, a prevenir, a realizar seguimiento, a monitorear, que no dispusiéramos de recursos para acometer las tareas pertinentes.



Ahora, la votación de este Programa en la Subcomisión arrojó tres veces el mismo resultado: empate. Entonces, como no se logró mayoría, fue rechazado.



Por lo tanto, invito a los colegas a revisar esa posición y, en definitiva, a aprobar los recursos que el Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno necesita para operar. 



De otro lado, señor Presidente, se ha hecho mención del Sistema de Alta Dirección Pública.



Si la Concertación hubiera votado a favor de la idea de legislar sobre la materia en la Cámara de Diputados, habríamos adelantado mucho, evitándonos problemas como el suscitado con la indicación en el Programa 05, que a mi juicio es inadmisible. Además, su espíritu ya se encontraba recogido en una indicación al referido proyecto sobre Alta Dirección Pública que fue aprobada, con los votos de la Concertación, en la Comisión de Hacienda de esa Corporación.



Esa fue la secuencia, señor Presidente.



Si la Concertación se hubiera allanado a aprobar en general la iniciativa en comento, tal vez podríamos haber zanjado el asunto de las indemnizaciones, que preocupaba especialmente en el debate del año pasado y sobre el cual durante la discusión de este presupuesto, a raíz de la inquietud de distintos parlamentarios, se le solicitó al Ministerio pertinente presentar un proyecto de ley para resolverla con rapidez, cosa que se hizo.



En otra dimensión de la Alta Dirección Pública, el Senador Tuma informó que en la Administración del Estado hay poco más de 200 cargos que no se han llenado. Según el mismo boletín, 95 de ellos corresponden al área de la salud.



Ahora bien, si no hay ánimo para votar a favor la idea de legislar sobre Alta Dirección Pública ¡cómo vamos a avanzar!



El proyecto original se había enviado al Senado, pero fue preciso retirarlo  e ingresarlo a la Cámara de Diputados. Y ahí se rechazó la idea de legislar.



Creo que las inquietudes son válidas Y teníamos la instancia para avanzar.



Señor Presidente, en la Subcomisión habíamos adelantado muchísimo y alcanzado amplios acuerdos.



Con relación al tema más de fondo, quiero referirme a la pregunta que los Diputados Montes y Auth formularon en la Subcomisión: si mediante la Alta Dirección Pública se elige a los mejores o a las personas más afines a un Gobierno.



Con la iniciativa referida -esta es mi visión- se pretendía orientar ese Sistema hacia la elección de los mejores. Y para ello era menester aprobarla en general.



Si hoy nos topamos con un Consejo de Auditoría que no recibe votación favorable y con una Alta Dirección Pública en la cual no se puede avanzar, es difícil que podamos dar pasos adelante en la modernización del Estado.



Es necesario hacerlo. Y, en esta línea, espero que se pueda revisar lo determinado en la Subcomisión, al menos en lo que concierne al Consejo de Auditoría.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Godoy.

El Diputado señor GODOY.- Señor Presidente, hemos escuchado dos argumentos sobre por qué votar en contra de este presupuesto



Uno postula que para efectuar una mejor fiscalización la Superintendencia precisa más recursos. Yo tiendo a no compartir ese argumento y a convenir con el expuesto por el Senador Zaldívar, que plantea la necesidad de mayores facultades.



Creo que en este punto el Senador Zaldívar tiene toda la razón. Y voy a citar casos concretos.



Este Gobierno no solo ha tenido un claro sentido sobre cómo intervenir, fiscalizar y operar respecto del sistema financiero, sino que al mismo tiempo ha introducido cambios que han posibilitado que muchos productos de esa área sean hoy día más accesibles y más baratos para la ciudadanía. 



Por ejemplo, a través del perfeccionamiento de las normas atinentes al mercado de capitales se obligó a los bancos a licitar los seguros de los créditos hipotecarios. Esto significó disminuciones de entre 900 mil y un millón y medio de pesos en los costos de aquellos (estamos halando de préstamos por alrededor de 2 mil UF), lo que redundó en directo beneficio para gente de clase media.



Cuando tuvo lugar la discusión respectiva en la Comisión de Hacienda, algunos Diputados propiciamos modificar la norma de manera que no solo se aplicara a los créditos hipotecarios, sino también a los préstamos de consumo, y en forma específica, a aquellos que se otorgan mediante tarjetas de crédito. No se aceptó, y se nos explicó que esa materia se hallaba en tierra de nadie.



Cuando analizamos el rol de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras -lo hicimos en la Comisión investigadora del caso La Polar- nos dimos cuenta de que la actuación de dicha entidad en la materia tenía que ver más con asegurar que se hicieran los pagos de las tarjetas a partir de ciertos montos.



Si esa entidad hubiera contado respecto a las tarjetas del retail con las mismas atribuciones que tiene para fiscalizar a los bancos, el caso La Polar se podría haber prevenido. Ello, porque el objeto de una buena regulación no es aplicar una gran sanción una vez que el daño está hecho, sino disponer de un mecanismo que permita evitar ese tipo de situaciones.



Entonces, señor Presidente, más que votar en contra de este presupuesto -creo que él asegura la fiscalización actual-, debemos pensar en cómo profundizar las facultades para que los organismos con experiencia puedan llevar a cabo una muy buena fiscalización en una industria sobre la cual se ejerce poco control.



El cómo mejorar la fiscalización a partir de lo acontecido con La Polar no pasa por entregar más recursos a una u otra Superintendencia, sino por otorgar mayores atribuciones.



De otra parte, me extraña que el Diputado Montes plantee que el Gobierno no tiene una visión clara sobre la manera de mejorar la fiscalización -lo señaló también el Senador Tuma- en las operaciones de esa índole, en circunstancias de que impulsó la normativa sobre SERNAC financiero, en la que incorporamos una serie de aspectos a nuestro juicio fundamentales: eliminar las ventas atadas, que producen un daño muy importante a la ciudadanía; impedir que le cobren a la gente cosas de las cuales no tiene idea, en fin.



En ese proyecto se consignaba la obligatoriedad de transparentar diversas exigencias que las personas desconocían, como el hecho de que solicitar una tarjeta en el retail no necesariamente obliga a contratar un seguro de inmediato, práctica permanente en dicho sector.



Entonces, siento que en el proyecto relativo al SERNAC Financiero hay una buena oportunidad para hacer una fiscalización muy relevante sobre la materia.



Sí comparto con el Diputado Montes la idea de que las Superintendencias en comento estén dirigidas por un cuerpo colegiado. La presión que pueden ejercer las referidas industrias sobre la persona que finalmente toma la decisión es demasiado grande.



En la práctica, sería mucho más eficiente un cuerpo colegiado donde se debatieran las resoluciones por adoptar y en que, además, hubiera distintas tendencias, para que sus acciones concitaran un apoyo transversal.



Finalmente, respecto de la Alta Dirección Pública, tomo las palabras del Diputado Montes, quien planteó específicamente la necesidad de relegitimar el Sistema.



¿Por qué relegitimarlo? Porque, claramente, en los Gobiernos anteriores se vulneró.



¿Qué hizo hoy el Ejecutivo? Identificó las razones que le permiten al Gobierno de turno vulnerar la intención de la Alta Dirección Pública, que no es otra que -como acertadamente señaló el Diputado Silva- buscar y contratar a quienes prestan mejores servicios a la ciudadanía.



Y una de las más visibles es la posibilidad de poner provisoriamente en un cargo a una persona que puede permanecer en él durante los cuatro años del Gobierno de turno.



Entonces, lo que quiero transmitir es que la iniciativa en cuestión tenía el propósito de evitar situaciones como aquella.



¿Pero qué hace la Concertación, señor Presidente? Algo que no comprendo: vota en contra de una iniciativa evidentemente necesaria, argumentando que falta mucho por avanzar.



Entendemos que no siempre podemos lograr todos los efectos que queremos. Pero debemos avanzar. Y, como muy bien explicó el Diputado Silva, ni siquiera se aprobó la idea de legislar.



En consecuencia, no comprendo por qué una iniciativa tan sensible como esa, una de cuyas patas fundamentales era que las personas elegidas no tuvieran determinado color político, no fue apoyada en la Sala de la Cámara de Diputados.



Ahí, señor Presidente, hay un doble discurso que no me parece correcto.



Finalmente, invito al resto de los parlamentarios a aprobar la Partida en comento, porque cae de cajón que las razones aducidas para rechazarla no son valederas. Muy por el contrario: se requiere dotar de los recursos y después buscar un buen acuerdo para profundizar y mejorar el Sistema.



He dicho.

El Senador señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Lorenzini.

El Diputado señor LORENZINI.- Señor Presidente -lo digo con mucho respeto; tómelo bien-, usted es de los mejores. Entiendo que es doctorado en Harvard, habla cuatro idiomas y tiene cuatro másteres.



Alguien me dirá que no. Sin embargo, es Senador desde hace muchos años y con bastante respaldo.



Los mejores. Siempre los mejores. Esos están para dirigir las empresas.



¿Sabe dónde se hallaban los mejores, señor Presidente? Justamente en La Polar. Allí estuvieron los mejores durante diez años. ¡Y los mejores se jajajearon de todos los superintendentes: de los nuestros y de los de ustedes, de los antiguos y de los nuevos...!



¿Qué significa eso? Que esos superintendentes no eran de los mejores. Y, aparentemente, tenían todo un equipo, con recursos suficientes. 



El Gobierno no es de los mejores. Esos son los Ministerios. Un Gobierno es político; los Ministros son políticos; los Subsecretarios son políticos. No se los elige por ser los mejores, sino por ser los más confiables, los más honrados -se supone- y los que piensan en la ciudadanía.



Si fuera por los mejores, el “mago” Valdivia, Vidal y otros deberían jugar mañana. Son los mejores.



O sea, entrenador Borghi, usted está equivocado de acuerdo a esos parámetros.



Bielsa ya tuvo problemas con La Moneda. Borghi los va a tener con los parlamentarios, porque a los mejores los deja de lado.



¡No!



Hay que tener a los necesarios, a los que se requieren en el minuto, a los que comprenden las situaciones. ¡No a aquellos de power point encerrados en sus oficinas, que nunca se han encochinado un pantalón ni se han mojado un zapato!



Por lo tanto, en ese sentido, puedo decir “CODELCO”. ¡Los mejores! ¡No les pregunten por los sueldos...! ¡Brillantes! Se anticiparon cuatro días, y hoy, Senador Zaldívar, salen a alegar ¿Quién les dijo que salieran a tirar las bengalas antes de tiempo? ¡Si los que están afuera también son buenos y tienen más poder, más plata y más contactos!



Ahora judicializamos. ¡Métale abogados!



Y eso es caro, señor Presidente. Una inversión de diez mil millones de dólares; defensa por un equipo de abogados -yo no lo soy, pero algunos aquí lo saben-, y honorarios de dos por ciento: doscientos millones de dólares.



Entonces, no se trata de anticiparse ni de ser los mejores, sino de ¡dialogar!



En el caso del proyecto sobre el SERNAC Financiero, ¡diálogo! Les dijimos: “Sentémonos una semana. Conversemos los temas en que tenemos diferencias con el Senado” (para mí no son diferencias, sino complementos). ¿Y qué nos respondieron? ¡No! ¡El martes se vota!



Obviamente, en esas condiciones hay que llegar a la instancia de la Comisión Mixta.



¡Falta de diálogo, falta de debate -lo mismo que en este presupuesto- falta de escuchar! No significa que tengan que aceptar. Para eso se vota.



Pero “Es lo mío, porque yo soy el mejor” “¿Y lo tuyo? ¡Lo siento mucho! ¡A mí me eligieron porque yo soy el mejor!” (no sé si fue tan así en la elección).



En tal sentido, tomémonos unos días.



Y yo, señor Presidente, quiero ser el mejor. Como no tengo excusa para meter otro tema, busqué. Y aquí estamos: página 25.



A propósito, el Ministro de Hacienda no fue a la Subcomisión a defender la Partida de su Ministerio. Me parece respetable. Pero hoy, ya en la Comisión Especial Mixta, quiero escucharlo.



Entonces, ¿cómo relaciono mi tema?



El Director de Impuestos Internos, quien estaba contestándole al Diputado Silva -muy inteligente-, le dijo, a raíz de otro tema, “Estamos en una tasa transitoria del 20 por ciento”.



Y nos traen el tema. Está aquí.



No hay nada en esto, y no he escuchado nada respecto a una eventual reforma tributaria que parta por ese 20 por ciento.



Entiendo que la Ley hoy día está en 20 por ciento y que el 1º de enero baja a 18,5. E imagino que está calculado.



Sería bueno pedirle al Ministro -mucho se ha mezclado este Presupuesto con educación, reforma tributaria, perfeccionamiento tributario (dicen otros) o reforma tributaria integral (la llamamos algunos); creo que da lo mismo: son instancias distintas, con mayor o menor complejidad- que de alguna manera, a raíz de este proyecto de Presupuestos -es un tema relacionado; lo mencionó el Director de Impuestos Internos- nos dé una proyección en el sentido de si va a haber un debate, si se va a abrir un diálogo acerca de lo que estábamos hablando, o solo nos van a decir algún día “Esperemos a Michelle Bachelet” -el Senador Lagos Weber, que se puede enojar, no está- o “El próximo año podremos sentarnos en forma seria, tanto política como técnicamente, a visualizar no solo aumentos de impuestos, sino también eliminación de algunos tributos, franquicias, exenciones.



El Diputado Silva hablaba del 14 quáter. Hay incentivos (no sé si hoy se justifican) para motivar inversiones.



Es necesario hacer un análisis tributario, lo que obviamente incluye revisar tasas tributarias tanto de las empresas como de las personas.



Sería bueno, pues, tener una opinión del Ministro -ya que no lo vi en la Subcomisión durante el debate de la Partida de su Ministerio- sobre lo que viene, pues seguramente, con su habilidad y su inteligencia, se va a comprometer a que a partir del 1º de enero próximo se abra el diálogo.



Gracias, señor Presidente.

El Senador señor ESCALONA (Presidente accidental).- Les ruego no hacer una enumeración de los precandidatos presidenciales. ¡para que alcancemos a terminar el análisis de esta Partida...!



Tiene la palabra el Diputado señor Jaramillo.

El Diputado señor JARAMILLO.- Señor Presidente, me llama la atención la aprobación unánime del Programa 02 Apoyo a Cuerpos de Bomberos (Capítulo 02), donde se consideran ingresos y gastos por casi 21 mil millones de pesos.



Se habla de un aumento de 6 por ciento.



De acuerdo a las inmensas responsabilidades de la Junta Nacional de Bomberos, acordamos hace ya un par de años iniciar una ley marco que no tenga que ver con estos agregados de 2 por ciento, 4 por ciento, 6 por ciento, que no llevan a la independencia que se requiere para la tremenda responsabilidad, como he dicho, de lo que Bomberos lleva a cabo.



Y, sin enmiendas, quiero decir que este 6 por ciento no refleja el trabajo y el gasto enormes de todos los cuerpos de bomberos del país.



Ellos están cansados de la política del sobre, de los bingos, de las rifas, y no se sabe si la Superintendencia de Valores y Seguros será esta vez un poquito más simpática, ya que nunca ha habido -y eso me consta: he sido miembro de esta Comisión durante muchos años y me ha tocado ver el trajín entre la Superintendencia y la Junta Nacional de Bomberos- una buena relación técnico profesional.



Por eso, no encuentro en este programa, en la discusión misma, lo solicitado al Supremo Gobierno y que había dado urgencia a la ley marco que debió haber enviado el Ejecutivo, urgencia que se ha quitado, curiosamente, en estos últimos días.



Quiero una explicación del Ejecutivo sobre ello, porque, con estos presupuestos, se plantea, una vez más, la incapacidad de los parlamentarios, de los legisladores, que se nos dice de parte de Bomberos. Y en todo ambiente y en todos los lugares se nos ha dicho lo mismo.



Entonces, de allí nace esta idea de la ley marco de Bomberos, que generaría, de una vez por todas, un presupuesto adecuado a su requerimiento.



Así que quisiera una explicación del Ejecutivo sobre el particular, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado Auth.

El Diputado señor AUTH.- Señor Presidente, lamentablemente, se retiró mi colega Silva, que trató de responsabilizarnos de una derrota legislativa que se debe, en primerísimo lugar, a la incapacidad de la Alianza de hacer concurrir a todos sus Diputados a aprobar una reforma de la importancia que le asignaban.



Porque, en lo que respecta a nosotros, el dato fundamental es que el Gobierno envía un proyecto denominado “ley corta” para graficar que los problemas de fondo y la modernización de fondo que necesita el sistema no iban a ser abordados sino a través de la corrección y perfeccionamiento de pequeñas cuestiones del proceso.



En la discusión del Presupuesto del año 2010 escuché decir, con todas sus letras, a una brillante Senadora, hoy Ministra, frente a un debate respecto del objetivo y sentido de la Alta Dirección Pública, que el espíritu de la ley, en verdad, había sido crear un sistema para que las coaliciones gobernantes eligieran adecuadamente a sus mejores cuadros. Y, desde la primera sesión - pueden refrendarlo mis colegas de ambas coaliciones-, hice una pregunta: si ese era el espíritu que, según entendía el Gobierno, guiaba el concepto de la selección de los cuadros del Estado, o bien, se trataba de un proceso de selección que comportaba el análisis del mérito, la adecuación técnica, las condiciones “para embarrarse”, etcétera, dependiendo, naturalmente, del cargo al que se postulara.



Y la verdad es que, después de varias omisiones, desde el encargado y pasando por el Subsecretario, el Ministro responde finalmente que, tratándose de los cargos relevantes, el Gobierno de turno va a seleccionar los cuadros que pueden compartir -¿se acuerda, Diputado Montes?- la sensibilidad, el espíritu, la Weltanschauung,... 

El Diputado señor GODOY.- La cosmovisión.

El Diputado señor AUTH.- Cosmovisión, ¡esa era la palabra! La cosmovisión del Gobierno. Creo que el concepto se le debe al Ministro...

El Diputado señor MONTES.- Fue el Subsecretario.

El Diputado señor AUTH.- Y se podría concordar en que ese criterio se ejerciera tratándose de los cargos de dirección máxima de las instituciones principales. Pero, cuando ese mismo criterio se extiende a los segundos cargos; es decir, cuando llega una directora a SERNATUR, y, sin espacio de tiempo ni de evaluación, se despacha de un solo zuácate a quince directores y directoras regionales -la mayoría de ellos recientemente nominados-, francamente no veo cuál es el sentido de pedirnos a nosotros, parlamentarios de Oposición, perfeccionar un sistema que el Gobierno está invalidando en los hechos.



Porque uno consagra las leyes cuando las reforma. Hablábamos recién del Ministerio Público. Por supuesto, costó introducir un sistema de reclutamiento distinto en un país que viene de la concepción de que el Estado era colonizado por la coalición y el partido de turno. Y esta es una muy antiquísima tradición. Los mayores podrán darme testimonio de eso en relación con los tiempos inmemoriales. 



Entonces, lo que el Gobierno necesita para tener nuestro concurso es un compromiso claro de avanzar en la dirección en que el sistema lo estaba haciendo, con grandes dificultades. Pero convengamos en que este último partió de una situación donde todos los cargos, de todos los niveles, eran colonizados por la coalición o partido político de turno. Y llegamos a una situación, después de varios años de aplicación del sistema, en que la Dirección del FOSIS pasaba a ser ocupada por un meritorio cuadro técnico hermano del presidente del principal partido de Oposición.



Eso, por supuesto, con las críticas de algunos militantes de partidos de la coalición entonces gobernante. Pero quienes creemos que debe desarrollarse un trabajo para que la función civil del Estado sea diferenciada de la función política no estamos disponibles para legitimar el Sistema de Alta Dirección Pública al mismo tiempo que se lo invalida desde el punto de vista de su aplicación práctica.



Por lo tanto, cuando el Gobierno venga con la reforma que introduce un mayor control del Sistema de Alta Dirección sobre los cargos de segundo nivel en el Estado, donde compartir la “cosmovisión” del partido o coalición gobernante es una exigencia completamente inapropiada e inconstitucional, allí contarán con el concurso de la Alianza y no solo necesitarán, Diputado Silva, de mayor disciplina de sus parlamentarios para aprobar un proyecto de ley en general. Porque nosotros suponíamos que el proyecto se iba a aprobar en general y solo íbamos a lograr obstaculizar las normas de quórum, para poder profundizar en aquello que habíamos planteado en el trabajo.



Pero deseo expresar que votaré en contra, como señal de lo mismo. Quiero que el Gobierno dé la partida referida al sistema de Alta Dirección Pública por las mismas razones. Queremos una ley larga que lo reforme y modernice de verdad, para que se refuerce la tendencia nacional de constituir en el Estado una falange de cuadros técnicos que le den continuidad a su dirección y administración y que la dirección política se ejerza donde corresponde.



Pero, francamente, aquellos que dijeron en la campaña que iban a gobernar con los mejores, no solo han contradicho esas expresiones, sino que las han lanzado al tacho de la basura.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El Senador señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en cuanto a los dos temas que se han tocado, ya manifesté mi criterio sobre las superintendencias y la necesidad de reforzarlas.



Estoy de acuerdo con que tengan más bien órganos colegiados y no unipersonales. Creo que es algo que, por lo demás, está siendo debatido a raíz del perfeccionamiento de ese tipo de organizaciones. Y ojalá que en algún momento se pueda llegar a solucionar el punto.



En lo atinente a la auditoría, este fue un programa piloto que se hizo durante el Gobierno del Presidente Frei. En lo personal, fui crítico, no para que no se instalara, sino por la forma como podría funcionar. Primero, no me parecía que correspondiera que dependiese de la Presidencia de la República, lo que no creo posible ni conveniente. Segundo, porque había que discutir algo en el organigrama del Estado ¿Para qué servía la Contraloría si una de las funciones dice relación con mantener el control del aparato del Estado, en cuanto a auditoría, a cumplimiento de deberes, a tramitación de decretos, etcétera?



Nunca se realizó esa discusión a fondo.



Se estableció como un elemento piloto -repito- y se señala que pudo haber tenido o no algunos efectos, pero creo que fue bastante limitado, porque podíamos esperar mucho más.



Sinceramente, estimo que con 800 millones de pesos no se efectúa una auditoría a todo el aparato estatal. Eso significa crear una ilusión sobre algo que no se va a hacer. A lo mejor, pueden realizarse estudios por la gente radicada en el departamento correspondiente.



Deseo mencionar un solo dato. En el Congreso, para auditarnos los 120 Diputados y 38 Senadores, tenemos un equipo compuesto por tres auditores de alto nivel y, además, se están pidiendo fondos a fin de contratar personal de apoyo por otros cuatro.



Entonces, ¿para qué vamos a tener un tipo de auditoría que no sirve? Si queremos establecer realmente un sistema de mejor control sobre el aparato de la Administración y la conducta funcionaria, o hacemos un estudio claro en orden a seguir radicándolo en la Contraloría General de la República o tenemos que establecer un sistema de auditoría real, paralelo al de esa entidad.



Recuerdo que, cuando se discutió el asunto, hubo observaciones de parte del organismo contralor y que tenían fundamento.



Por eso, si se me preguntara, respondería que, de aprobar recursos para algo que no sirve o de crear ilusiones, es preferible no tenerlos. Sencillamente, cabría concluir que se debe partir de nuevo, revisar el asunto, hacerlo bien, establecer la Contraloría o un sistema paralelo, ubicarlo.



Porque tampoco puede estar ello en el Ministerio de Hacienda. Creo que el Ministro incluso podría ahorrarse esta plata. Son 999 millones, cifra que podríamos destinar a educación. Y, a mi juicio, sería una medida muy positiva.



En cuanto al sistema de Alta Dirección Pública, recuerdo que consideré como un gran avance el que se pudieran disminuir -no porque se tratara de los Gobiernos nuestros o de cualquier otro, sino como norma de política de Estado- los cargos de confianza al menor número posible, o sea, a los primeros rangos.



En cuanto a la experiencia mundial en materia de administración, países como Francia, España y otros tienen sistemas de carrera civil funcionaria, pero seria, donde todos los cargos se proveen por concurso. Rige la postulación respecto de cada uno de ellos, aun los de menor importancia; la carrera civil funcionaria es absolutamente respetada; existen recursos para reclamar de cualquier arbitrariedad que se pueda cometer. Solo los más altos cargos de absoluta confianza, los ministros, los subsecretarios, son removibles. El resto -el Director de Aduanas o el Director de Impuestos Internos, por ejemplo- es de carrera, y se garantiza en el cargo. Esa es una carrera civil funcionaria, con escuelas de Administración Pública.



En nuestro país nunca hemos logrado una cosa de ese tipo.



La experiencia de la instalación de la Alta Dirección Pública, si bien pudo tener un sentido positivo, ha sido totalmente desfigurada. Y no diré si lo fue por este o por otro Gobierno.



En las Administraciones anteriores, por último, se trataba de personas del mismo signo. O sea, si se sacaba a uno, se entendía que sería compensado de alguna manera. Pero ahora es distinto, porque cuando el sistema se puso a prueba con motivo del cambio de un Gobierno a otro de signo distinto, no se aplicó. Se sacó a casi toda la gente nombrada por la Alta Dirección Pública. Lo vi. En el SERVIU no quedó ninguno. Salieron varios directores de servicio en la JUNJI y otras entidades, por ejemplo. Y, además, se observó algo realmente increíble -recibí un reclamo en tal sentido-: a algunos les pagaron una indemnización, y a otros, una distinta.



Además, ¿quién va a querer ocupar un cargo de responsabilidad de ese tipo, a través de la Alta Dirección Pública, después de someterse a todo lo que significan los concursos, las entrevistas, los head hunters y lo demás?



Supongamos que este año se llamara a proveer un cargo en la Alta Dirección Pública. ¿Que interés va a tener en ello una persona si, a lo mejor, al año y medio o a los dos años, después de haber renunciado a una serie de otras expectativas -y de tener una gran capacidad, en la medida en que la elegirán por lograr una buena ponderación en la postulación-, enfrentará la posibilidad de que la saquen?



Normalmente, se margina a directores de servicio y otros, y esa gente, muchas veces, queda absolutamente fuera de la posibilidad de poder postular a otros cargos. Se siente limitada y, además, realmente abusada.



Entonces, el sistema no funciona, así como está.



Habría que hacerlo funcionar desde un punto de vista de Estado, con un respeto absoluto. Ello, sin buscar subterfugios, como ocurrió también en otros Gobiernos, en que no se llenaban los cargos a pesar de haberse realizado los concursos y después de gastar un montón de dinero. Porque para llevar a cabo cada uno de ellos se debe incurrir en una serie de desembolsos en head hunters y otros. Y entonces viene la nómina y se elige a tres o cuatro personas, pero ninguna es nombrada. ¡No sirve ninguna! Y se mantiene a un interino, a un subrogante, durante dos, tres o cuatro años.



En consecuencia, el sistema no sirve. No hablemos de Alta Dirección Pública ni de carrera civil funcionaria. Toda la legislación dictada da cuenta de que el mecanismo no ha servido. No es una carrera civil funcionaria. No se respeta la estabilidad en el cargo de una persona que cumple con todo.



Si es así, introduzcamos una corrección de fondo.



Me dicen que una iniciativa legal fue rechazada en general en la Cámara de Diputados. No me voy a meter a discutir sobre las causas. Pero si llega un proyecto al Senado, voy a ser exigente en que, si vamos a legislar, lo hagamos en serio. La persona que ocupe el primer lugar en el concurso quedará claramente nominada y no podrá ser removida de su cargo, salvo por causa legal determinada por un tribunal o por quien corresponda, con competencia para hacerlo. Si no, el sistema no sirve; es una burla.



Estoy convencido de que la mayoría de la gente que postuló a través de la Alta Dirección Pública, que hizo el esfuerzo para llegar a la designación y que después ha sido removida sin causa y, además, con arbitrariedad, en cuanto a que no le han pagado la indemnización, son los testigos más importantes para demostrar que hay que corregir a fondo el sistema. Y si llega un proyecto al Senado lo vamos a tener que hacer así. 



No es posible seguir hablando de Alta Dirección Pública con el sistema que hoy día tenemos.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Muchas gracias, Senador Zaldívar.



Se agotó la lista de oradores.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente?

 El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, no es mi ánimo aumentar los tiempos, pero creo que uno podría comentar varias de las cosas que se han dicho aquí y refutar algunas.



En primer lugar, el incremento del gasto en la Partida del Ministerio de Hacienda es de 1,6 por ciento, porque nosotros hacemos un esfuerzo adicional para hacer espacio a los ministerios sociales. Nosotros crecemos menos que el Presupuesto. Algunos lo hacen en un promedio de 5 por ciento. Unos crecen más y otros menos. Pero, en el caso del Ministerio de Hacienda, estamos haciendo un esfuerzo por focalizar y gastar mejor, lo cual significa que tenemos un incremento de 1,6 por ciento y con eso contribuimos a proyectos de educación, salud, seguridad ciudadana, y también al Ministerio de Desarrollo Social, que son los que tienen los principales incrementos este año.



En segundo término, respecto del tema de las Superintendencias, señor Presidente, se ha planteado que se dan pocos recursos. Se cita el caso de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS). Pero la verdad es que una lectura más detallada nos revela que allí hay un ahorro de 500 millones de pesos, entre 2011 y 2012, por el término del pago del leasing de un edificio. Pero hay otro ítem en que se le agregan 18 nuevos fiscales. De tal manera que tenemos 600 millones de pesos en aumento de gastos en personal, con un crecimiento de 7,2 por ciento. O sea, hay un aumento significativo en los recursos para fiscalización en la SVS.



Adicionalmente, la SVS y, en su caso, la Superintendencia de Bancos, van a recibir más recursos si es que alguno de los proyectos (como el de protección de datos, el de información comercial), que establecen nuevas funciones o expansión de las existentes para algunas de estas instituciones, son aprobados. En tal caso se les aportarán nuevos fondos.



Ahora, respecto del tema institucional que se plantea, comparto varias de las cosas que se han dicho en términos de mejorar la institucionalidad. Al efecto, tenemos un compromiso para ingresar el proyecto que establece, en vez de la Superintendencia de Valores y Seguros, una Comisión de Valores y Seguros. Es  una iniciativa que tenemos muy avanzada, aunque en este momento, por supuesto, toda nuestra energía está concentrada en el Presupuesto. Pero vamos a enviar este proyecto para crear una institución con un cuerpo colegiado que la dirija y con una expansión de sus capacidades.



Nosotros creemos que podemos tener una institucionalidad sustantivamente mejor. 



Quiero también mencionar -ya lo hizo antes el Diputado señor Silva- que en términos de institucionalidad hay algunas cosas en que ya hemos avanzado. Hemos creado el Consejo de Estabilidad Financiera, que otorga una instancia de coordinación a las Superintendencias y está integrado por los tres Superintendentes del área económica (valores, bancos y pensiones), además del Presidente del Banco Central y el Ministro de Hacienda, quien lo preside. Ya hemos tenido dos sesiones, una de carácter inaugural. Estamos iniciando tres grupos de trabajo que tienen que ver con seguimiento de riesgos a nivel internacional, para ver cuáles son los efectos de una posible crisis y poder coordinar la labor de los entes económicos del país, también con la supervisión de los conglomerados, que es algo que se ha planteado para que esta instancia nos ayude en ese cometido.



Creemos, señor Presidente, que el Consejo de Estabilidad Financiera es parte de una mejora institucional.



Respecto del Consejo de Auditoría Interna (CAI) que se ha mencionado, simplemente quiero señalar que existe desde hace varios años, casi diez, y que ha funcionado, al menos durante los últimos cinco, en el Ministerio de Hacienda. Cuenta con un consejo que realiza la labor que le es propia y que, además, supervisa. Y la verdad es que el cuestionamiento que se ha hecho también hubiera podido efectuarse en los últimos cinco años, cuando ha estado funcionando bajo el alero del Ministerio de Hacienda. Por eso, creemos que es algo que viene de atrás. No hay ningún cambio en las funciones ni en las dependencias. Es algo que ya estaba. Sin embargo, me parece que en los años anteriores no se hizo este cuestionamiento.



Por último, quiero añadir algo en materia de Alta Dirección Pública.



Varias de las cosas que se han planteado aquí, la verdad es que pudieron haber sido abordadas en el proyecto de ley que se envió y que se discutió largamente en la Comisión de Hacienda. Nosotros no solo lo discutimos en dicho órgano técnico, sino que tuvimos la disposición de acoger muchas inquietudes y planteamientos que formularon los Diputados de todos los sectores que estaban presentes ahí, que fueron incorporados para enriquecerlo. 



Por lo tanto, no puedo sino expresar que no entiendo, me resulta difícil comprender, cómo luego de haber hecho este trabajo se vota en contra de la idea de legislar en la Cámara Baja, más aún si existía la posibilidad de haberlo mejorado y de enviarlo luego al Senado para que lo discutiera. Eso era algo perfectamente posible de hacer. 



Entre otras cosas, establecía limitaciones al rol que tienen los directivos interinos; fijaba una indemnización para el caso de las renuncias voluntarias, cosa que hoy día no se contempla. Había una serie de elementos positivos: se incorporaban nuevas instituciones al régimen de Alta Dirección Pública. Pero, lamentablemente, se rechazó la idea de legislar.



Muchas gracias.

El Senador señor SABAG.- ¿Y los impuestos?

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- En cuanto a los impuestos, el proyecto de Ley de Presupuestos, como ustedes saben, tiene que entrar con la legislación vigente, considerando la tasa actual del impuesto de primera categoría y lo que dice la ley respecto de lo que va a ocurrir con este al momento en que la iniciativa ingresa al Congreso.



Eso es lo que tenemos que hacer responsablemente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ha solicitado la palabra el Diputado señor Montes.

El Diputado señor MONTES.- Muy breve, señor Presidente.



Es solamente para precisar y decir que nosotros, desde el primer momento en que entramos a ver el proyecto de Alta Dirección Pública, hicimos notar que había que modificar el tema de cómo se sancionaba, cómo se sacaba a alguien del cargo, bajo qué condiciones, y, por tanto, había que crear un sistema de evaluación. Nos dijeron que era para la “ley larga”, pero nosotros siempre insistimos en que tenía que quedar en esta.



El proyecto fue retirado en un momento. Tenía una cierta urgencia y fue retirado porque nosotros dijimos: “Mire, aquí se van a venir abajo al menos los artículos de quórum”. Y de la noche a la mañana el Gobierno lo repone.



Nosotros les hicimos ver a distintas personas -no las voy a nombrar- que el proyecto, tal como estaba, por mucho que hubiéramos trabajado en una serie de cuestiones procesales, de otro nivel, era necesario que incorporara esto otro. 



Por eso no votamos a favor, señor Ministro. Y que no lo sorprenda, además, que para la votación en general el problema fue que al menos siete parlamentarios de Gobierno no estaban presentes en la Sala. 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En votación.

El Diputado señor ORTIZ.- Señor Presidente, solicito votación separada del Programa 02, Capítulo 08, Superintendencia de Valores y Seguros, Apoyo a Cuerpos de Bomberos, pues no ha habido una respuesta del Ejecutivo.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, sobre el tema de Bomberos, el año pasado se llegó a un acuerdo con ellos, a cuatro años, y lo estamos respetando. 



La Directora de Presupuestos, que estuvo en estrecho contacto con Bomberos el año pasado, puede dar fe y agregar algo si le parece, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Marinovic.

El Diputado señor MARINOVIC.- Era con relación al tema de la reducción de recursos que plantea el informe respecto del apoyo a los cuerpos de bomberos.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la señora Directora de Presupuestos.

La señora COSTA (Directora de Presupuestos).- En el caso de Bomberos, se firmó un acuerdo en virtud del cual el año pasado les pagamos todo lo relacionado con reparaciones por el terremoto; se les hizo una transferencia, por una sola vez, por un monto de 15 mil millones de pesos para reparar todos los cuarteles dañados.



Hecha esa transferencia,  los recursos permanentes iban a crecer en un 6 por ciento todos los años, y se está cumpliendo estrictamente el protocolo firmado con ellos. Hasta donde yo sé, seguimos en perfecto apego a él, tal como ellos lo han reconocido.



Podemos darle una copia de ese documento a la Comisión, señor Presidente.



La baja se debe exclusivamente a que en la base, además de pagar los gastos permanentes, que están creciendo anualmente 6 por ciento, el año pasado se les entregaron 15 mil millones, correspondientes a un gasto, por una sola vez, para reparación de cuarteles. Y esa cantidad se les entregó en su totalidad.

El Diputado señor JARAMILLO.- Se ocuparon 7 mil millones.

La señora COSTA (Directora de Presupuestos).- Pero se les traspasaron todos los fondos.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

El Diputado señor ORTIZ.- Señor Presidente, es cierto que el año pasado firmaron un acuerdo por cuatro años y que se les traspasaron 15 mil millones de pesos, pero, como los dineros tienen que girarse, lógicamente, a través de la Superintendencia de Valores y Seguros, al parecer está faltando un profesional en ese organismo -ese fue uno de sus planteamientos-, porque hasta hace dos meses todavía no se habían gastado los 15 mil millones de pesos.

El Diputado señor JARAMILLO.- Se gastaron 7 mil y tantos millones.

El Diputado señor ORTIZ.- Por eso digo que no los han gastado,  y que son para la reparación de cuarteles. Tan grave es la situación que, por ejemplo, en la ciudad de Concepción, a cuatro de las diez compañías se les cayeron los cuarteles. Y, de esos, uno solo se está reconstruyendo.



Por lo tanto, reconociendo que lo que dijo el Ministro de Hacienda y la Directora de Presupuestos es verdad, debiera verse en la Superintendencia de Valores y Seguros la manera de aumentar un profesional para que se puedan girar con rapidez esos 15 mil millones de pesos.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Procederíamos a votar entonces.

El señor BUSTOS (Secretario).- En la Partida 08, Ministerio de Hacienda, habría que partir por las indicaciones.



La primera de ellas es la Nº 8, del Ejecutivo, que repone el Programa 05 del Capítulo 01, Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En votación.



--En votación a mano alzada, se produce un empate: 9 votos a favor y 9 en contra.

El señor BUSTOS (Secretario).- Se debe repetir la votación.
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Si hay acuerdo en la Comisión, se daría por repetida la votación.



Acordado.

El señor BUSTOS (Secretario).- Entonces, queda para la sesión siguiente.



A continuación, hay que pronunciarse sobre indicación Nº 71, de información, que señala: 



“Para agregar una Glosa 04, nueva, a la Partida 08, Capítulo 01, Programa 06 (Subsecretaría y Administración General-Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros); asociada a todo el programa, del siguiente tenor:



“GLOSA 04 El Ministerio de Hacienda deberá enviar semestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del semestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe sobre el avance en la instalación de los nuevos Tribunales Tributarios y Aduaneros”.



--Se aprueba la indicación Nº 71 (18 votos favorables).
El señor BUSTOS (Secretario).- En seguida, la indicación Nº 72 dice:



“Para agregar una Glosa 02, nueva, a la Partida 08, Capítulo 01, Programa 07 (Secretaría y Administración General-Sistema Integrado de Comercio Exterior SICEX); asociada a todo el programa, del siguiente tenor:



“GLOSA 02 Antes del 31 de diciembre de 2011 el Ministerio de Hacienda deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las metas y objetivos del Programa Además, durante el año 2012 enviará semestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del semestre respectivo, a dicha Comisión un informe sobre el estado de avance del programa y su ejecución”.
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la señora Directora de Presupuestos.

La señora COSTA (Directora de Presupuestos).- Señor Presidente, en la Subcomisión respectiva se aprobó una Glosa 02 que dice lo siguiente:



“Se informará a la Primera Subcomisión Especial de Presupuestos semestralmente el avance del proyecto una vez licitado y, luego trimestralmente, respecto de los usuarios y volumen de operaciones de este Sistema”.



Tal vez si aquí se reemplazara “Primera Subcomisión” por “Comisión Especial Mixta de Presupuestos” se recogería exactamente lo mismo. 



De lo contrario, la Glosa quedaría duplicada.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El Senador señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero reparar además que la indicación Nº 72 comienza hablando de “Antes del 31 de diciembre de 2011”.



La Ley de Presupuestos rige para el 2012, por lo que resulta impracticable poner una disposición que obligue para este año.



No escuché bien lo que indicó la señora Directora de Presupuestos. Me pareció entender que lo que se pide en esta indicación ya está incluido en una glosa.



Entonces, a lo mejor podríamos solicitar a sus autores que la retiraran.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- No se puede colocar en la Ley de Presupuestos de 2012 una condición que expire en 2011, por esencia.

El señor BUSTOS (Secretario).- Entonces, se ratificaría la Glosa aprobada por la Primera Subcomisión, haciendo la salvedad de que la mención debe estar hecha a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, tal como se ha hecho en otras indicaciones del mismo tipo.



En realidad, es la misma asignación. La indicación la traslada a todo el Programa, y la Subcomisión la restringe a la asignación. Pero de todas maneras se trata de una Glosa de información.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo?



--Se aprueba la Glosa 02 propuesta por la Primera Subcomisión, con la enmienda descrita (18 votos a favor).

El señor BUSTOS (Secretario).- La indicación 72, entonces, quedaría retirada.
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Así se entiende.

El señor BUSTOS (Secretario).- En seguida, la indicación Nº 89 expresa: 



“Para agregar un inciso final nuevo a la glosa 03 de la Partida 08, Capítulo 15, Programa 01, del siguiente tenor:



“Respecto de los cargos adscritos al Sistema de Alta Dirección que al año 2012 lleven más de un año vacantes no procederá la facultad contemplada en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, debiendo proveerse de acuerdo a las reglas generales de la precitada ley, convocándose en consecuencia a los concursos respectivos”.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- La Mesa la declara inadmisible, por cuanto existe un fallo del Tribunal Constitucional según el cual la Ley de Presupuestos puede modificar leyes permanentes en lo relativo a temas presupuestarios, pero no en relación a sus disposiciones permanentes.



--Se declara inadmisible la indicación Nº 89.
El señor BUSTOS (Secretario).- Por lo tanto, ahora corresponde pronunciarse sobre dos peticiones de votación separada.



En la primera de ellas, el Senador señor Tuma pide votar separadamente, en el Capítulo 15, el Programa 01, Dirección Nacional del Servicio Civil.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En votación.



--En votación a mano alzada, se produce un empate: 9 votos a favor y 9 en contra.
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Si le parece a la Comisión, se daría por repetida la votación, con igual resultado.



Acordado.

El señor BUSTOS (Secretario).- En consecuencia, quedaría pendiente para la próxima sesión.



A continuación, hay una petición del Diputado Jaramillo para votar separadamente el Capítulo 08 Superintendencia de Valores y Seguros, Programa 02 Apoyo a Cuerpo de Bomberos.

El Diputado señor JARAMILLO.- La retiro, señor Presidente.

El señor BUSTOS (Secretario).- Muy bien.



Por lo tanto, en la próxima sesión habrá que pronunciarse sobre las votaciones en que se registró empate y sobre la Partida.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Corresponde analizar la Partida 16 Ministerio de Salud.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor BUSTOS (Secretario).- Respecto de esta Partida, hay una enmienda para rebajar montos en el Subtítulo 22 BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO.



En seguida se agrega, a continuación del Ítem 07 Programas Informáticos, del Subtitulo 29 ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS, un Subtítulo nuevo.



Estas modificaciones recaen en el Programa 01 Instituto de Salud Pública.



Son las únicas que contiene el informe de la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuesto, que se ocupó en esta Partida.



Por otro lado, hay una indicación del Ejecutivo, y 37 de parlamentarios.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- En discusión.



Tiene la palabra el Diputado señor Montes.

El Diputado señor MONTES.- Señor Presidente, quiero hacer algunos alcances respecto de esta Partida, que aprovecharé de señalar en su conjunto.



En primer lugar, hay Glosas generales en este Ministerio.



La Glosa 06 habla de las listas de espera. Y la verdad es que tenemos serias dudas en cuanto a lo que dice respecto de ellas, la manera en que se depuraron, así como la forma como se están incorporando nuevas personas en patologías AUGE y no AUGE.



Hay toda una discusión sobre cómo se depuraron las listas de espera. Pero eso ya es problema del pasado. De aquí en adelante nos ocuparemos en cómo se configuran.



En tal sentido, nos parece fundamental dar mucho más transparencia sobre qué está ocurriendo en las listas de espera de cada una de las patologías AUGE y no AUGE.



Averiguando sobre el particular, hemos visto, por ejemplo, que en cirugía existe una estación intermedia, que son las ecografías, las cuales se demoran mucho.



Las ecografías, que constituyen un procedimiento relacionado con las cirugías, no están incluidas dentro de las listas de espera.



Constatamos que el mayor problema no está ni siquiera en hacerse la imagenología, sino en el informe que realiza el médico, que tarda bastante tiempo.



Entonces, las listas de espera aparecen creciendo menos de lo que realmente lo hacen porque cuesta entrar a ellas.



Nosotros queremos más transparencia en ello.



De otro lado, la información que surge sobre el particular no deja claro cuáles son las listas de espera en donde se ponen en evidencia debilidades, insuficiencias mayores.



Por ejemplo, en traumatología, en la Región Metropolitana hay serios problemas. En todos los servicios existe un tremendo taco en esa especialidad, lo cual obligaría a considerar en este presupuesto una inversión especial o al menos un convenio con las mutuales, que tienen una capacidad instalada muy alta en traumatología. Y, según la información que poseemos, existe capacidad ociosa.



Entonces, hemos planteado una Glosa que permita la existencia de un sistema de información del movimiento en línea, sin identificar a las personas más que por una clave, que posibilite saber cuántas van entrando y saliendo, patología por patología. Eso daría efectiva transparencia en esta materia.



En seguida, quiero argumentar en favor de una indicación relativa al Capítulo 02, Programa 03, Ítem 010 Convenios de Provisión de Prestaciones Médicas, en que se asignan 110 mil millones de pesos.



No me ha tocado ver en profundidad el presupuesto de Salud. Pero quise averiguar por qué 110 mil millones, sin siquiera una Glosa que especifique de qué se trata.



Me dicen que esto es fundamentalmente para hemodiálisis y otras patologías que se compran en el mercado privado.



En consecuencia, lo mínimo que yo pediría es que hubiera ciertas reglas que garantizaran que esto solo es para aquellas cosas que no se pueden proveer en el sector público.



Todo indica que es razonable que las diálisis se compren, porque hay gran necesidad de ellas y debe haber una respuesta muy rápida.



Pero en el resto tiene que estar claramente especificado bajo qué condiciones se puede salir a comprar al mercado privado.



Creemos, pues, que hay que regular más lo relativo a estos 110 mil millones, por lo que presentamos una indicación al respecto.



Otra cuestión preocupante dice relación con el Capítulo 10, Programa 02 Inversión Sectorial de Salud.



Se asignan 296 mil millones para inversión sectorial, y no hay ninguna Glosa que especifique algo.



Busqué la información entregada por el Ministro en la Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos encargada del análisis de esta Partida. Y la verdad es que son puras generalidades.



Algunas cosas se detallan. Pero le pregunto a la sectorialista: ¿hay un plan de desarrollo de la infraestructura de la inversión en Salud? ¿Por qué con respecto a estos 296 mil millones no se señala en el presupuesto cuánto es de arrastre? ¿Cuáles son las nuevas inversiones? ¿Cuánto se va a gastar este año?



Y se me explica que eso se irá definiendo en el curso del año.



Aquí recuerdo las palabras del entonces Diputado García, hoy Senador, quien exigía en Salud justamente que se explicitara en qué se iba a gastar tanto en gasto corriente como en inversión.



Considero fundamental que se especifique cómo se va a ir desarrollando esta inversión, sobre todo cuando tenemos un problema serio de baja ejecución. Y resulta muy importante evaluar por qué: ¿Fueron mal seleccionados los proyectos? ¿Por qué los ciclos de los proyectos no fueron suficientemente considerados? ¿Faltan proyectos?



Hay distintas preguntas al respecto.



En el caso particular de la reconstrucción sería bueno explicitar una cuestión.



Por ejemplo, en las zonas donde se han construido los hospitales modulares ¿por cuánto tiempo se consideran? ¿Cuántas camas se tienen allí? ¿Reemplazan a las camas preexistentes, o son menos? ¿Se piensa posteriormente, o desde ya, empezar a diseñar los proyectos definitivos, y no solo mantener los modulares? ¿Cuál es la visión que en definitiva se tiene?



En la Región Metropolitana, el que no esté el Hospital Félix Bulnes y no haya una alternativa ha afectado de distinta manera a los Servicios, en particular al Sur Oriente, y se ha terminado copando el Hospital Metropolitano, contemplado para 250 camas. Este no ha podido crecer, porque tuvo que ceder espacio y condiciones para que funcionara el nuevo Hospital Félix Bulnes, que entiendo que no se encuentra ni siquiera diseñado y menos licitado. Está muy atrasado.



En el Hospital Metropolitano hoy existen 12 camas UCI, 24 camas UTI para la zona sur oriente, y habría que ver cómo va a seguir.



Además de ello, según información proporcionada por el Ministro, el Servicio de Salud Sur Oriente prácticamente no tiene presupuesto, porque hay una concesión, la del Hospital de La Florida, con respecto a lo cual el Gobierno presenta una indicación para corregir un error.



Pero en inversión para este año, el Ministro informa que solo se asignan 221 millones para iniciar el diseño del nuevo hospital de Puente Alto.



En verdad, resulta extraño que únicamente se plantee eso. No sé si será un error. Pensé que el Ministro iba a estar presente.



Se ha anunciado mucho que el nuevo Hospital Sótero del Río se va a rediseñar y se va a construir un nuevo establecimiento. Y no vienen los recursos para tal fin -por lo menos no explicitados- en la información que entregó el Ministro en la Subcomisión.



Tampoco se acompaña lo relacionado con los nuevos consultorios. Se esperaba la construcción de consultorios de atención primaria en Bellavista, San Ramón, La Granja, y del Intercultural. Y el Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente aguardaba los recursos para esto. Pero en él no se ha considerado la atención primaria. 


Finalmente, quiero repetir algo que he dicho por lo menos en los últimos cuatro proyectos de Ley de Presupuestos. Ello tiene que ver con el Hospital Padre Alberto Hurtado y los dos CRS, los cuales son experimentales. Estos surgieron de una iniciativa en la Comisión de Hacienda de la Cámara hace bastante tiempo. Siempre se pensó que lo “experimental” era para determinado período; no permanente. Y en los últimos años hemos pedido que se realice un estudio para ver si han funcionado, qué hay que transformar en permanente, cómo se ligan al resto de la red de salud del área.



Pero nunca hemos obtenido una respuesta contundente. 


Ahora de nuevo viene un presupuesto aparte, sin ninguna exigencia explícita de que tengan que estar ligados a la red del sector. Y, por ello, el Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente no puede contar con el Hospital Padre Alberto Hurtado en su planificación, porque opera con su propia lógica. De hecho, se demoró mucho tiempo en atender patologías y urgencias pediátricas, por ejemplo, y por un largo lapso hubo pabellones desocupados. 


Entonces, aquí urge una revisión. 



En el caso del Hospital Padre Alberto Hurtado y también de los dos CRS, el modo de asegurar que estén en línea con la zona es que se diga qué pasará a ser permanente de lo experimental, qué hemos incorporado dentro del sistema y cómo se está ligando toda la red del sector para maximizar su uso.



Esas son las inquietudes que quería plantear. 
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Yo también estoy inscrito para intervenir.



Señor Ministro y señora Directora de Presupuestos, tenemos una pública y notoria diferencia en relación con la ejecución del gasto. 


Como hemos manifestado en otras ocasiones, al 31 de agosto la ejecución del gasto en salud alcanzaba a 21,8 por ciento. Dicha tasa es más baja, comparada con la del 2009 (46,4) y la del 2010 (34 por ciento). ¡Y notoriamente más baja!



Entonces, nos preguntamos cuáles son, en realidad, los proyectos en desarrollo. Queremos conocer cuáles se van a implementar y cuál es la cartera de proyectos para 2012. Porque en salud, al final, lo que está en duda es si el Ministerio quiere o no llevar adelante inversiones que permitan fortalecer la República con construcciones de largo plazo. 


¿Por qué razón digo esto? Porque la construcción de un hospital modular es una inversión calculada para 5 años, y la construcción de un hospital de hormigón, para 20 o más. Naturalmente, varían sus costos. Pero no cabe ninguna duda de que desde el punto de vista del afianzamiento de la red de salud corresponde entregarle a la población instalaciones apropiadas y dignas. 


No puede ser que para el sector más débil de la población existan hospitales modulares con gravísimos problemas y que, lógicamente, para la población que no es de escasos recursos haya clínicas con las mejores condiciones.



Aquí hay un problema vinculado con cuál es la vocación del Ministerio de Salud actual.



En el caso de la Región de Los Lagos, el Hospital Regional de Puerto Montt está hoy en duda. El señor Ministro ha reconocido que los plazos de ejecución de la inversión se hallan atrasados. No se conocen las causas, pero a través de los sindicatos de trabajadores y de las organizaciones gremiales se sabe que presenta deficiencias estructurales y que no se trata de una demora de una semana, de un mes, sino que, ni más ni menos, “de acuerdo con las informaciones”, porque no hay transparencia -se había anunciado una visita del Subsecretario de Redes Asistenciales, pero finalmente no se ha hecho pública la información-, de años.



Afortunadamente, dicha inversión empezó a ejecutarse en febrero de 2010, ya que, se lo quiero decir muy derechamente al Ministro, nos asisten serias dudas en cuanto a que el actual Ministerio de Salud hubiera llevado adelante esa inversión, porque no ha mostrado ninguna vocación de fortalecimiento de la estructura del sistema público. 


Entonces, no queremos llevarnos sorpresas en relación con lo que va a ocurrir finalmente con esa inversión. 


Necesitamos conocer cuáles son, efectivamente, los planes de inversión y en qué se van a ejecutar los recursos. 


Como estas son materias de discusión política, cuando el señor Director de FONASA hace bombásticas declaraciones públicas que generan gran rédito publicitario y político para el actual Gobierno, se hace muy difícil debatirlas.



Pero en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos uno sí puede plantear el tema. 


El señor Mikel Uriarte, en entrevista publicada en el diario La Tercera el domingo 2 de octubre pasado, señaló lo siguiente: “Se ha experimentado una reducción de listas de espera de cirugías” en 18 meses, de 380 mil personas a 18 mil -estoy dando la fecha exacta: 2 de octubre; diario La Tercera-; es decir, el señor Uriarte informa a la opinión pública que hay una disminución, en 18 meses, de 362 mil casos.



Resulta evidente que es una cifra gigantesca. Sería virtualmente un milagro. 


Ello significa que se habrían reducido las listas de espera en cirugías en 20 mil por mes en promedio. ¡20 mil por mes en promedio! Si asignáramos un costo artificialmente bajo a cada una de estas cirugías y las calculáramos a un millón de pesos, esto significaría un gasto mensual de 20 mil millones y fracción. Ello ascendería en un año a un gasto de 241 mil millones, y en 18 meses -usando una cifra totalmente baja para hacer el cálculo-, a una inversión de 361 mil millones.



Evidentemente, Ministro, ello no ha ocurrido. ¡Se trata de un engaño monstruoso a la opinión pública!



Quiero también plantear lo siguiente: ¿con qué recursos se financió el gasto estimado que excede el Bono Auge?



Según datos oficiales del Ministerio de Salud, el número de intervenciones quirúrgicas electivas en el período enero-junio de 2010 alcanzó a 468 mil, y en enero-junio de 2011, a 490 mil. Es decir, en un año los hospitales públicos habrían incrementado sus cirugías electivas en 30 mil 776.



Al respecto, si en el sector público aumentaron en 30 mil 776, el resto de las cirugías que se habrían reducido en el plazo de un año se estimarían en 241 mil. ¿Estas fueron realizadas en el sector privado? ¿Y con qué recursos se financiaron?



¿Se podría deducir que en un año el FONASA ha pagado con recursos públicos al sector privado cifras superiores a los 211 mil millones por año, al cálculo enteramente artificial, arbitrario, de un millón de pesos por cirugía?



¿Con cargo a qué Ítems, ya que de la ejecución presupuestaria no se deducen gastos devengados de esta magnitud por pago a prestadores privados? O sea, no hay ninguna información de esta magnitud de pago a prestadores privados.



Entonces, las inconsistencias en la información aportada por el Director del FONASA llaman la atención respecto de la certidumbre de los resultados de la gestión de salud en lo relativo a la reducción de las listas de espera.



Señor Ministro, de esto se hace mucho caudal, pero las cifras son completamente inconsistentes.



Queremos un mínimo de objetividad y de veracidad en la información que se nos entrega. 



Tiene la palabra el Senador señor García. 

El Senador señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo participé en la discusión de la Partida del Ministerio de Salud en la Tercera Subcomisión, que presidió el Diputado señor Ortiz. 



Fueron muchas horas de trabajo. Y las explicaciones que nos dieron tanto el Ministro de Salud y los Subsecretarios de Redes Asistenciales y de Salud Pública como, de manera muy especial, el Director del FONASA fueron bastantes contundentes y, a mi juicio, convincentes. Tanto así que la Partida se aprobó por la unanimidad de los integrantes de la Subcomisión. 



En cuanto a la reducción de listas de espera AUGE, la información que se nos entregó fue muy abundante. En efecto, en el informe de dicho órgano figura el cuadro ESTADO DE GARANTÍAS AL 15 DE OCTUBRE DE 2011, donde se muestran los datos de los distintos Servicios de Salud. 



El de Arica, por ejemplo, registra cero personas en lista de espera, al igual que los Servicios Metropolitano Oriente, Osorno, Valdivia, Chiloé, del Libertador Bernardo O´Higgins, Talcahuano y del Reloncaví. 



A diferencia de lo anterior, el Servicio de Salud Metropolitano Central tiene casi 3 mil personas en lista de espera; el Metropolitano Norte, poco más de 2 mil, y el Araucanía Sur -de la Región que represento-, 1.353. 



También se detalló que había 89.631 personas en listas de espera quirúrgicas no AUGE superiores a un año. Y se divide la cifra por especialidades: 20.404 en gastroenterología; 18.312 en traumatología, etcétera. 



Además, señor Presidente, cabe destacar que para 2012 viene contemplado algo tremendamente valorado por los alcaldes: un significativo aumento del per cápita para la atención primaria de salud en 15,2 por ciento. Ello va a permitir beneficiar a aproximadamente 12 millones de personas, correspondiente a la población validada para la atención primaria de salud a través de los municipios. 



Tal incremento también posibilitará a muchas municipalidades terminar con el déficit histórico en materia de atención primaria, y disponer de inversión necesaria para cubrir la demanda por medicamentos, a fin de que la entrega de medicamentos en los consultorios, en las postas rurales, sea oportuna. 



Y aunque por alguna razón que desconozco no está en el informe, también se nos entregó el detalle de las inversiones que se van a realizar por servicio de salud, particularmente en hospitales. 



Asimismo, se nos explicaron pormenorizadamente los esfuerzos que contempla este proyecto de Ley de Presupuestos para disminuir las brechas: aumento en 226 camas de la red hospitalaria; 134 nuevos cargos, y la entrega de recursos para especialistas en Regiones que se encontraban bajo la media nacional, a fin de que alcancen el promedio o se coloquen sobre él. 



Quiero defender lo que se hizo en la Tercera Subcomisión Mixta. Fue un trabajo serio y acucioso. 



Ese día llegaron muchos parlamentarios, particularmente médicos, a participar del debate, a inquirir detalles del Presupuesto. Y la impresión que me quedó, no siendo miembro titular de dicho órgano, fue que en el Ministerio de Salud y, en especial, en FONASA los esfuerzos de modernización por brindar una atención más oportuna y mejor a la población son -no quiero usar la palabra “sorprendentes”- bastante grandes, por lo cual merecen ser acompañados de la aprobación de este Presupuesto. 



En esa reunión, que duró casi hasta las tres de la madrugada, si mal no recuerdo,...

El Diputado señor ORTIZ.- Así fue. 

El Senador señor GARCÍA.-... se respondieron todas las preguntas y las inquietudes fueron debidamente resueltas. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor  Zaldívar. 

El Senador señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sin duda el trabajo hecho por la Subcomisión respectiva fue bastante positivo y su informe entrega una buena información en materia de salud.



Quiero hacer dos o tres precisiones, aparte de las que formuló el Presidente de la Comisión Especial Mixta, que me parecen totalmente plausibles.



Antes de ello, me referiré a un aspecto puntual con relación a la Región del Maule. 



Me alegro mucho de que hayan bajado las listas de espera en varias Regiones. Pero el Servicio de Salud del Maule sigue con un problema grave en este punto. Nos ubicamos casi en el último lugar, lo que es realmente delicado, sobre todo en una Región que presenta una dificultad gravísima en materia de instalaciones hospitalarias por lo ocurrido con el terremoto. La totalidad de nuestros hospitales colapsó, y la situación crítica ha persistido por un largo tiempo. 



Al respecto, he destacado mucho el esfuerzo realizado por el personal de salud de la Región, que ha permitido mantener un mínimo de atención sanitaria, a pesar de lo dramático que resultaron la pérdida de establecimientos, de camas, y los daños al sistema. 



Hay que resaltar aquello, porque se debió no al hecho de haberse asignado más recursos, sino al fruto del esfuerzo humano. 



También cabe hacer presente que se comprometió la instalación de los llamados “hospitales modulares” en mi Región. Pues bien, con un retraso inmenso, se entregaron dos de estos recientemente en Talca. Todo este tiempo se ha debido atender en hospitales de campaña, gracias a la colaboración del Gobierno argentino y del italiano. 



Tales hospitales modulares fueron ofrecidos para octubre de 2010, pero solo recién han sido inaugurados y están prestando servicios, salvo el de Curicó que todavía no está completo. 



Asimismo, destaco el aporte que hizo el Gobierno japonés, el cual permitió reponer el hospital de Hualañé. 



En el caso de Curicó -quiero llamar la atención sobre esto para que quede constancia en la discusión-, el hospital colapsó con el terremoto y hoy funciona uno modular casi totalmente en servicio. Ante ello, se ha dicho desde el año pasado que se va a realizar una inversión para construir un nuevo recinto hospitalario. Sin embargo, hasta el día de hoy no se sabe en qué terreno se va a emplazar. Se informó primero que se edificaría en el lugar donde estaba el antiguo hospital, el que fue destruido por el terremoto. Hasta hace cinco meses todas las autoridades del Servicio me señalaron que así se haría. 



Luego, se dijo que no se construiría ahí por diferentes razones y que se buscaría otro terreno, el cual se definiría antes del 31 de diciembre. 



Pero antes debe considerarse un diseño para el hospital. Incluso se nos había dicho que estaba listo. No obstante, ello es imposible si no se sabe en qué lugar se va a levantar el hospital. 



Y en las conversaciones sostenidas con el Subsecretario y con el Ministro, ellos se comprometieron a que sí se implementará. Pero desconocemos si se hará por concesión, con o sin aporte fiscal. Tampoco sabemos qué tipo de concesión se usaría, a pesar de que se nos asegura que, si la hay, será una “sin delantal blanco”, como se dice.



Ahora se indica que el hospital se ubicará en las instalaciones de Carabineros. Según me ha manifestado el Prefecto de Curicó, ello es imposible, porque les tendrían que construir toda la instalación necesaria para poder trasladarse. Y espero que no sea así, pues ello demoraría el proyecto tres a cuatro años.


De hecho, en ese ámbito no se ha podido construir ningún retén ni comisaría porque no ha sido posible elaborar los diseños, debido a que la Dirección de Obras Públicas no ha tenido capacidad para ello, por la demanda existente. Y lo mismo ha sucedido con Investigaciones. 


Por lo tanto, espero que aquella no sea la opción que se adopte. 



Ahora bien, efectivamente Salud lleva a cabo sus propios diseños. Pero es preciso resolver este aspecto. Porque tenemos experiencia en lo que respecta a la construcción de un hospital. Desde que se toma la decisión de edificarlo hasta estar terminado, por la complejidad que conlleva tal obra, demora cinco a seis años, a pesar de que el Subsecretario me ha dicho que, de acuerdo con las nuevas tecnologías y con las nuevas formas de desarrollar los diseños, ello demoraría nada más que tres años. Espero que tenga razón. Pero, personalmente, la experiencia demuestra que no es así.



El segundo tema que quiero abordar es el referido a la atención primaria, sin perjuicio de lo que mencionaba el Senador García.



Este asunto lo discutimos el año pasado y también en años anteriores. 


Todos estamos conscientes -cada parlamentario en su propia zona- de que la atención primaria es uno de los aspectos más delicados. Porque la escasez de recursos de las municipalidades para afrontar este ítem es dramática.



El año pasado, después de una larga discusión con el Ministro, logramos un incremento en salud de 3 mil millones, de lo cual algo pudimos agregar a la atención primaria. Recuerdo que en ese momento la Asociación de Municipalidades pedía del orden de los 30 mil millones.



Ahora se dice que se está haciendo un esfuerzo inmenso porque se propone aumentar el presupuesto en un 15 por ciento. Ello resulta absolutamente insuficiente, porque estamos muy atrasados. El problema en atención primaria repercute -lo saben principalmente los médicos aquí presentes- de manera fundamental en la atención secundaria y la terciaria. ¡Si no existe una buena atención primaria, todo va a rebotar, en definitiva, a los hospitales! 


Entonces, la atención primaria es una de las materias que primero debiéramos abordar. En este punto tenemos un problema grave, que, por no resolverlo bien, en un momento dado generará una situación muy conflictiva.



Por eso llamo la atención sobre el particular.



Finalmente, me sorprende que los fondos de inversión en el sistema de salud disminuyan, aunque levemente, cuando lo lógico sería que en infraestructura ellos aumentaran. Porque efectivamente, como hemos señalado antes, toda la zona afectada por el terremoto sufrió daños gravísimo, no solo en la Región del Maule y en la del Biobío, sino también en Santiago, como lo que sucedió con el Félix Bulnes y otros hospitales. Tal situación no condice con la cifra que hoy se destina a inversión en el sector salud.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Macaya.

El Diputado señor MACAYA.- Señor Presidente, como miembro de la Tercera Subcomisión, que analizó esta Partida, me llaman la atención ciertos discursos respecto de la situación de las listas de espera. 


Efectivamente existe una estadística pública que evidencia la reducción de estas. Pero no se dimensiona el eventual riesgo en el que puede estar incurriendo el Ministro o el Director del FONASA al asumir públicamente que hay listas de espera que están ya en cero -es el caso de la Región de O’Higgins, que represento-, porque al día siguiente puede aparecer una persona señalando que el tratamiento de su patología AUGE continúa retrasado.



Creo que tales críticas no apuntan al real sentido del problema.



Me refiero al hecho de que se pregunte si el paciente se atendió en el sistema privado o en el público para solucionar una patología AUGE. Yo creo que el eje tiene que estar puesto en si finalmente la persona resolvió su problema, más allá de donde lo haya hecho.



Si se revisa la información entregada por el propio Director del FONASA -la proporcionó en la Subcomisión y también en su momento en la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados-, prácticamente todas las listas de espera han sido solucionadas -también lo ha manifestado directamente el Ministro-, primero, por la vía administrativa y, posteriormente, poniéndole presión al propio sistema público, mediante la implementación del bono AUGE. 


En la práctica, tal bono ha servido, más allá de solucionar directamente las patologías, para colocarle presión al propio sistema público. En efecto, si el sistema privado puede resolver problemas que el público hoy no está en condiciones de satisfacer, finalmente este último se activa, reacciona. Y lo ha hecho muy bien, lo que se valora. Creo que es importante que la red pública haya respondido positivamente. A eso apuntaba un poco el sentido del bono.



Y tampoco hay que engañarse respecto de la información de las listas de espera. Se registra una reducción a cero en la mayoría de las Regiones, aunque hay excepciones, como la del Maule, que representa el Senador Zaldívar, donde todavía no se ha alcanzado la meta.



Pero creo que no se está dimensionando el real riesgo en el que podría incurrir una autoridad al asumir que hay una lista de espera reducida a cero y que al día siguiente aparezca cualquier persona diciendo que el tratamiento de su patología está pendiente. Me parece que en esta materia hay que valorar -es un hecho concreto- el éxito de la gestión del Ministro de Salud y también del Director del FONASA, don Mikel Uriarte, a quien le hago un reconocimiento especial.



Sucede lo mismo en la reducción de la deuda hospitalaria. Al año pasado, esta ascendía a cerca de 62 mil millones de pesos. A la fecha, ha disminuido sustancialmente.



Yo diría que los anteriores son los dos logros más importantes de la gestión en el ámbito netamente financiero. Se trata de algo digno de destacar.



Además, se propone un aumento importante del per cápita. Quizás no es lo que todos quisiéramos, sobre todo para quienes pensamos que la atención primaria es el lugar donde se han de hacer los mayores esfuerzos, considerando el rol preventivo y teniendo en cuenta que un peso gastado en prevención, antes de que las patologías se complejicen más y debamos llegar a la atención secundaria y a la hospitalaria, es un peso mejor invertido.



Con todo, tal aumento es sostenido. En 2009 el per cápita en atención primaria fue de 2.200 pesos; en 2010, de 2.460; en 2011, de 2.820, y para el próximo estamos planteando uno de 3.123. Hablamos de un incremento acumulado en los dos últimos años de 27 por ciento. ¡Ojalá pudiera ser más! En tal sentido, se recoge lo manifestado por otros parlamentarios.



Sin embargo, para que sea mayor, necesitamos ser capaces de considerar todos los indexadores que influyen en el financiamiento de la atención primaria: la pobreza, la ruralidad, el desempeño en condiciones difíciles. No es lo mismo atender a una persona por el FONASA en un consultorio de Valparaíso que hacerlo en el de Pichidegua. En ese sentido, se debe diferenciar. Hoy una comisión está trabajando en esta materia, y espero que tenga un avance significativo.



Señor Presidente, valoramos el presupuesto planteado para el Ministerio de Salud, el cual fue respaldado por los cinco miembros de la Tercera Subcomisión; o sea, por unanimidad.



En dicha instancia se recogieron inquietudes que quedarán plasmadas en indicaciones.



Por ejemplo, pongo el caso de un grupo que recibimos en audiencia, cuya petición derivó en una indicación en la que me apoyaron algunos compañeros de la Tercera Subcomisión. Se trata de la agrupación “Queremos ser Padres”, que busca dar a los problemas de fertilidad una mejor cobertura y un mayor respaldado en la Partida de Salud. En ese sentido, hemos suscrito una indicación que busca aumentar el presupuesto en lo que respecta a la fertilidad en cerca de 10 millones. Estamos solicitando que se haga un esfuerzo adicional sobre el particular.



Se trata de una materia importante y deseo valorar el esfuerzo desplegado por una agrupación encabezada por la señora Patricia Ramírez y la Diputada señora Claudia Nogueira, quienes me han encomendado hacerlo presente en esta Comisión Especial Mixta.



Señor Presidente, considero relevante poner los ejes donde corresponde. A veces, aquí parece que algunos pretenden que las listas de espera se mantengan. Ojalá el próximo año haya avances significativos en la reducción de las listas de espera no AUGE. Es un compromiso que figura dentro de las prioridades de la Cartera de Salud y existe un importante financiamiento para ello.



Por lo tanto, debemos ser capaces de reconocer los logros realizados en el Ministerio y que vamos avanzando en la dirección correcta.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Robles.

El Diputado señor ROBLES.- Señor Presidente, hay cosas en Salud que, a mi juicio, hace mucho tiempo debiéramos haber empezado a cambiar y que explican, en gran parte, la discusión que tuvimos en la Subcomisión. Y voy a poner un solo ejemplo.



Cuando debatimos sobre el AUGE, una de las cuestiones que surgieron en la discusión, desde el punto de vista médico, fue que en Chile hay enfermedades que se atienden y se han atendido siempre bien, y están los recursos para resolverlas. Porque se trata de dolencias agudas, fáciles de detectar y rápidas de solucionar en términos concretos en el sistema público. Por ejemplo, el tumor de testículos. Nunca en el país pasó más del tiempo necesario y básico para practicar una intervención de esa naturaleza. De modo que, desde que se aprobó la ley, jamás ha habido lista de espera en el AUGE para la atención de dicha enfermedad.



La gran lista de espera es en patologías donde faltan especialistas, cuya carencia continúa.



El Diputado señor Montes preguntó por qué no ha aumentado la lista de espera en el GES. Por algo muy simple: personas con patologías como la hemorragia subaracnoidea o rotura de aneurismas cerebrales tan agudos llegan a urgencia y se sabe de inmediato que corresponde al sistema AUGE. Y no estaba en la lista de espera.



Pero cuando se trata, por ejemplo, del tratamiento quirúrgico de la hiperplasia benigna de próstata en pacientes sintomáticos, esa persona llega al servicio de atención primaria y queda meses, años rebotando allí sin ser visto por un urólogo. Y al no ser atendido por el especialista, no ingresa al AUGE. De modo que al no quedar en el sistema, carece de toda posibilidad de estar en lista de espera.



Entonces, seamos claros, ¿ha disminuido la lista de espera? No. Ha aumentado. ¿Cómo ha aumentado? Por la falta de especialistas, porque hoy día no hay diagnósticos de las patologías AUGE que originan las listas de espera. ¿Qué se hizo y qué se está haciendo?



Considero muy bueno que se eliminen las listas de espera, sobre todo para los pacientes que llevan más de un año, un tiempo prolongado en ellas. Evidentemente, es positivo. ¿Se apuró al sistema público? Sí, se apuró. ¿Se contrataron horas en el servicio público para que operaran dentro de él los médicos, utilizando los horarios en que los pabellones de los hospitales están desocupados? Claro que sí.



Esto se ha dicho durante muchos años: los hospitales públicos solo funcionan en la mañana. Desde hace bastante tiempo tenemos una enorme capacidad ociosa en pabellones, porque no se opera en las tardes, señor Ministro. Y la Cartera de Salud actual tampoco ha tomado las medidas para mejorar la gestión pública. Porque, evidentemente, para disminuir esto se necesita aumentar la cantidad de oferta pública que hay para la población, sobre todo, en términos de especialistas.



Se lo planteamos al señor Ministro: número de especialistas que se están formando. Efectivamente, nos mostró una lista que indica que están aumentando. Pero esos especialistas, al final, cuando deben llegar al sector público, no llegan. Es cierto que se están incorporando nuevas metodologías para poder amarrar la formación del médico a la llegada del establecimiento público. Pero todavía es insuficiente.



Lo que planteo no es que no haya lista de espera. Las hay.



El Diputado señor Montes preguntó cómo ocurre eso. Principalmente, porque los especialistas no hacen el diagnóstico, y ello se debe a que la mayoría de los pacientes quedan atorados entre la atención primaria y la visita al especialista. Tanto es así, por ejemplo, que en caso de una colecistectomía preventiva de pacientes jóvenes -adultos de entre 35 a 49 años-, para poder obtener el diagnóstico, primero, el paciente concurre a un centro de atención primaria porque presenta dolor abdominal. Como sospechan algo, lo derivan al especialista. Pero este, para hacer el diagnóstico, necesita la ecografía. Entonces, queda meses, años, esperando que le hagan la ecografía.



Tiene toda la razón el Diputado señor Montes en su planteamiento: esa persona no va a llegar a la lista de espera, porque el protocolo público para llegar al diagnóstico es muy lento. En vez de incorporarlo al AUGE de inmediato, simplemente, debido a la sospecha clínica de un médico, no se hace. Se incorpora al sistema cuando el diagnóstico ha sido realizado por un especialista.



En el sector privado eso no pasa. Si usted, señor Presidente, siente dolor de abdomen y acude a un médico general, él le dirá que tiene piedras en la vesícula. Lo más probable es que al otro día pida hora para hacerse la ecografía, y de acuerdo al sistema de salud a que esté afiliado consiga hora en forma relativamente rápida y, en una semana tendrá el diagnóstico. De modo que el cirujano lo operará con prontitud.



El problema en el sector público es que la lista de espera está sumergida entre la atención primaria y la secundaria por falta de especialistas. Y eso se lo hemos planteado en todos los tonos al Ministro actual, durante estos dos años, y a los Secretarios de Estado anteriores también. Así que no nos podemos mentir entre nosotros por qué la lista de espera no aparece en el AUGE.



Otra de las materias sobre las cuales debatimos bastante en la Subcomisión tiene que ver con la inversión.



Efectivamente, el año pasado se dio un salto importante en inversión pública, y el actual disminuyó muchísimo, en particular, en atención primaria. Se consignaron recursos en inversión en Salud, pero se pasaron a otros ítems. ¡Claro que sí! Es decir, la inversión pública en atención primaria bajó enormemente.



Se echa la culpa de que esa inversión pública en atención primaria viene por el lado del FNDR. Estuve consultando en mi Región, y la verdad es que en todos los programas de atención primaria para construcción de consultorios y mejoramiento de esta en la Región, a través del FNDR, no existen los recursos destinados para tal efecto. Por lo tanto, tendremos que esperar un año más para construir los centros de salud familiar que se requieren en regiones.



Evidentemente, ese es un problema serio que trae el Presupuesto: una baja en la inversión, sobre todo en la atención primaria. Y eso significa -tal como decía el Senador señor Zaldívar- que estamos con una seria dificultad entre la atención primaria y la secundaria de salud.



Yo he planteado, desde hace mucho tiempo -desde 1990- que la atención primaria debiera desmunicipalizarse. Así como se habla de la educación desmunicipalizada, pienso que dicha atención tiene que seguir el mismo camino. Y se debe hacer descentralizadamente hacia los servicios de salud, por una cosa muy simple: para que las personas que se atienden tanto en el sector privado como en el público reciban el mismo servicio. Para que el médico ecuatoriano que atiende en la atención primaria vaya a las reuniones clínicas de pediatría en el hospital y pueda hacerle un seguimiento a los pacientes e incorpore capacidad y tecnología en el diagnostico.



Entiendo por qué defienden tanto la atención primaria en manos municipales. Porque tienen un estatuto realmente interesante. Y soy de los que creen que ese Estatuto de Atención Primaria para los funcionarios debe mantenerse, porque es un muy buen sistema desde el punto de vista del desarrollo. Pero eso no significa que la administración debe estar en manos municipales, sino que ha de ser ejercida por los servicios de salud para integrar nuevamente la atención primaria y secundaria.



Ese tema lo conversamos con el señor Ministro. Él lo planteó en la prensa y, al parecer, después se retractó de avanzar en la desmunicipalización. Yo creo que debemos progresar en ese terreno.



Señor Presidente, creo que la CENABAST es el lunar negro del sector Salud. Así lo sostuve en la Subcomisión. Asimismo, quiero decir que en ese momento voté a favor del presupuesto de la CENABAST, porque no tenía herramientas como para decir no. Aquí hay que buscar otra fórmula.



Pero la CENABAST -y lo dije en la Subcomisión- no presentó ningún programa, proyecto o algo para su desarrollo en el próximo año. Repito: ¡CENABAST es un lunar negro en el sector!



En salud pública logramos que el Ministerio pusiera al menos una glosa -espero que venga en el Presupuesto; lo estaba revisando- para que la Central Nacional de Abastecimiento tenga recursos propios para su desarrollo. Lamentablemente, en la Comisión de Salud de la Cámara, el Diputado señor Macaya recibió un proyecto de ley del Ministerio del ramo que lo único que hace es, a través de una instancia legal, convertir una División en un Centro Nacional de Medicamentos. Tuvimos una discusión bastante grande en la Comisión, porque era ridículo, en términos reales.



Por lo tanto, efectivamente, en el Presupuesto del Ministerio de Salud hay cosas que no van de la mano con el desarrollo.



Quiero terminar señalando que uno de los problemas más serios que hoy existen en el ámbito de la salud -a mi juicio, el más serio de todos-, tiene que ver con la manera en que la población percibe el trato que se le da en este sector. 



La gente percibe mal como se la trata principalmente desde la ventanilla hacia afuera, porque la capacidad del sistema público de recibir a los pacientes, de entregarles hora en forma oportuna, de incorporarlos al sistema es muy malo en todas sus ramas. 



Ese paso es el que las personas consideran discriminatorio y lento, pues las hacen ir al consultorio dos o tres veces para concederles hora. Además, no les entregan los medicamentos y enfrentan una serie de otros problemas que no se han resuelto. 



Este Gobierno no ha avanzado en absoluto en esas materias.



La situación cambia cuando la gente logra pasar la ventanilla y ser atendida en el sistema propiamente tal, porque durante muchos años la Concertación le asignó recursos para infraestructura, medicamentos, bienes y servicios, con el propósito de mejorar la calidad de la atención desde la puerta del recinto asistencial hacia dentro.



Ahora debe darse el salto hacia fuera. De lo contrario, cualquier cosa que pretendamos realizar no va a redundar en avances en el ámbito de la salud.



Asimismo, si no cambiamos el switch y abordamos los cambios que necesita el país, muy luego tendremos protestas también en este sector. 



--(Aplausos en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Informo al público que esta es una sesión de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, así que no es usual que algunos se pongan a aplaudir en el curso del trabajo que realiza.



Tiene la palabra la Diputada señora Pascal.

La Diputada señora PASCAL.- Señor Presidente, el Diputado Robles se refirió a muchos de los temas que yo iba a plantear.



No cabe duda de que podemos decir que la salud pública ha mejorado en diversos aspectos, dadas las inversiones que todos los años hemos hecho para ello.



Sin embargo, debemos reconocer que el presupuesto para 2012 registra una disminución de 1,9 por ciento en la inversión pública total con respecto al año en curso, y en el caso de la atención primaria la rebaja es de casi 27 por ciento. 



O sea, tenemos un enfoque hacia una política diferente -y me preocupa-, que tiende a no fortalecer la salud pública; no fortalecer los consultorios primarios; no fortalecer los hospitales ni seguir mejorándolos como lo veníamos haciendo, sino que más bien se halla enfocada a comprarle servicios al sector privado, como se observa en el presupuesto de FONASA, donde el 42 por ciento de los recursos se destina a instituciones estatales y el 58 por ciento restante, a comprar servicios a particulares.



Realmente, aquí hay un enfoque distinto del que nosotros planteamos siempre con respecto al fortalecimiento de la salud pública, considerando que el 70 por ciento de los chilenos están en FONASA y el 30 por ciento en isapres.



Cuando uno examina esas cifras se da cuenta de que este presupuesto de salud no es coincidente con lo que se predica, con lo que se ejecuta ni con lo que se anuncia que se va a efectuar. 



Eso es preocupante, porque a través de los medios de comunicación se proporcionan distintas informaciones con relación a FONASA, pero nada se dice respecto a la letra chica que tiene su presupuesto. Y en verdad es así.



El presupuesto tampoco considera el 7 por ciento de cotización de salud que dejará de descontarse a los pensionados de la tercera edad. ¿Dónde se refleja eso dentro del presupuesto? ¡No está! ¡No aparece!



¿Qué significa la eliminación de ese cobro en el monto global para el sistema público y para FONASA? ¿Con qué lo van a cubrir? ¿También comprando atención en instituciones privadas o contrayendo más deudas? 



Por otra parte, el presupuesto no alude a las llamadas “enfermedades raras”.



En Chile la gente reclama ante diferentes situaciones. Así, hemos visto marchando y pronunciándose frente a La Moneda a personas que plantean la necesidad de cobertura estatal para las enfermedades raras.



El Senador Uriarte se refirió al punto en la Subcomisión. Yo no soy miembro de ella pero asistí, por la inquietud que me produce lo que sucede en la zona que represento. Allí no han disminuido las listas de espera; el hospital de Melipilla se construyó el año 1985 como un establecimiento modular de emergencia, igual como algunos que se están levantando hoy día. Y sigue en esa misma condición.



Reitero: este presupuesto no refleja realmente lo que necesita el país; no refleja un enfoque hacia las enfermedades raras; no refleja el término de la cotización del 7 por ciento. Y no está claro cómo se van a garantizar las prestaciones de salud en el sector público.



¡Cuántas personas que han sido derivadas al sistema privado de salud, en virtud del AUGE, han visto que se les financia solo un porcentaje de lo que allí les cobran y por el saldo tienen que endeudarse, en circunstancias de que un hospital público les cubre el cien por ciento!



A nuestras oficinas llega gente que está endeudada en 300 mil, 500 mil pesos o  más, por haber sido derivadas a clínicas privadas y tener que pagar la diferencia entre lo que aporta el Estado a través del AUGE (para eliminar las listas de espera) y lo que debe pagar ella de su bolsillo. 



Eso no se les dice antes de entrar a una clínica. Y cuando salen se encuentran con una deuda que muchas veces no pueden cancelar y tienen que recurrir al sistema bancario para obtener un crédito con ese objeto.

El Ministerio de Salud tampoco informa al respecto. Y lo sabemos fehacientemente.



Todos los Senadores y Diputados presentes lo tienen que haber comprobado en las zonas que representan. Yo lo he constatado. Por lo tanto, hay mucha falsedad en la forma como se está terminando con muchas de las listas de espera.



Tal vez hubiese sido preferible tener un poquito más listas de espera, pero que se asegurara que se contará con financiamiento para  aumentar los hospitales, para aumentar las camas en esos establecimientos,  para aumentar y mejorar las urgencias en los hospitales públicos, para  mejorar la  atención primaria.



De ese modo resultaría factible atender a nuestra gente y no disminuir las listas de espera a través del endeudamiento de las personas vulnerables y de la clase media. 



Porque eso es lo que se está haciendo. El 70 por ciento de la población, que pertenece a las clases media y vulnerable, está siendo mal atendida en razón del enfoque de la política de salud en cuanto a eliminar las listas de espera.



Por último, voy a referirme a la Central Nacional de Abastecimiento (CENABAST), a la cual aludió también el Diputado que me antecedió en el uso de la palabra.



CENABAST es un hoyo negro. En la Subcomisión no se explicó  nada sobre la deuda que tiene con los laboratorios privados.



¿Cuál es el monto de la deuda? Se le preguntó al Ministro y no respondió.



Nosotros quisiéramos conocer esa cifra. ¿Por qué? Porque hoy día la entrega de medicamentos a los consultorios estatales se está viendo afectada por la deuda que mantiene el sistema público con los laboratorios privados. 



CENABAST todavía no obtiene el reconocimiento de un método de homologación de los remedios y, en consecuencia, sigue operando con laboratorios privados.



Hoy día, en muchas partes a los pacientes se les están entregando solo aspirinas y el resto de los medicamentos que se les recetan tienen que comprarlo. Por ello, acuden a los municipios a pedir apoyo para financiarlos. 



¿Significa eso mejorar la atención? ¡No! Y en el distrito que represento, perteneciente a la Región Metropolitana, que incluye las provincias de Talagante y Melipilla, lo comprobamos cotidianamente.



Por consiguiente, puedo decir que este presupuesto mejora en algunos aspectos, pero no refleja la situación de la atención primaria, pues disminuye los recursos; no considera qué va a pasar a raíz de la supresión de la cotización de 7 por ciento para los jubilados; no contempla infraestructura en los hospitales públicos, para ir terminando con la compra de prestaciones en el sistema privado y el endeudamiento de la gente que las utiliza. Tampoco incluye las necesidades sociales derivadas de las enfermedades raras u otras, que implican desembolsos de 300 mil o 400 mil pesos mensuales en remedios, y que no hemos logrado que se incorporen en el AUGE o en otro mecanismo, a fin de apoyar a las familias que no pueden costear esos medicamentos; así vemos cómo niños y jóvenes terminan en los hospitales esperando su día final porque no hemos sido capaces de cubrir el costo de tales enfermedades.



He dicho.

El Senador señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Accorsi.

El Diputado señor ACCORSI.- Señor Presidente, este es un debate muy interesante, y creo que debemos verlo con perspectiva de futuro.



La actual expectativa de vida en Chile es muy positiva. Estamos cercanos a los 80 años en las mujeres y a los 78 años en los hombres, y de aquí a un tiempo más vamos a llegar a 85 y 80, respectivamente.



¿Dónde se va a atender la población adulta mayor, ya pertenezca al sistema público, ya al privado? Por cierto, no en el privado. Porque hoy día en cualquier isapre la cuota promedio para una persona mayor de 65 años alcanza a entre 400 mil y 500 mil pesos.



¿Adónde irá esa gente? ¡Al sistema público! ¿Y qué hemos hecho nosotros durante los últimos años? Disminuir la capacidad del sector público de salud.



Chile, señor Ministro, es el único país del mundo donde los hospitales públicos funcionan medio día.



Imagino que tendríamos un problema grave, por ejemplo, si el Ministerio de Hacienda funcionara en ese horario.



El sistema de urgencias reemplaza al sistema normal en las tardes. Las políticas públicas se han diseñado para disminuir las camas del sector estatal. Desde 1985 hemos disminuido más de 4 mil camas públicas, y se han fortalecido las privadas.



Entonces, ahora estamos comprándoles a los privados.



Es necesario invertir en el sistema público, con asignación de recursos y, fundamentalmente, dotación de especialistas. Porque el resto del equipo de salud está en los hospitales.



¿Por qué no implementamos un sistema como el del Hospital Traumatológico, que tiene dos turnos de médicos, uno en la mañana y otro en la tarde, para aprovechar la infraestructura?



Se habla de las listas de espera. La mayor parte de ellas correspondían a interconsultas a especialistas. Se compraron los servicios al sector privado y se solucionó el problema.



Pero aquí debemos tener una visión de más largo plazo.



El futuro de la medicina está en la prevención. Y sucede que en este presupuesto no hay nada preventivo.



Ni siquiera existe, por ejemplo, una glosa para que el Ministerio de Salud maneje un sistema de comunicación preventiva en las áreas del sida, de la obesidad, del tabaquismo, etcétera. No están los recursos.



El Ministerio de Salud no puede impulsar, por ejemplo, un plan anual de comunicación a nivel regional para aprovechar las radios locales, etcétera. Eso no existe.



Deberíamos tener excelencia en la atención primaria.



Se dice que hemos avanzado en el per cápita, donde llegamos a un acuerdo: 3 mil 124 pesos.



Yo pido que eso se revise. ¿Por qué? 



Por ejemplo, hoy le pagamos 3 mil 500 pesos a la Universidad Católica, que tiene el programa ANCORA. ¿Y qué dice ella? Que esa plata no alcanza.



¿Y por qué a nuestros municipios les pagamos menos que a la Universidad Católica, un privado?



Yo, señor Presidente, pido que ese guarismo suba a 3 mil 500 pesos. Hoy Chile tiene esta posibilidad.



Podemos hacer prevención y educación en atención primaria, pero no existen los recursos.



Tenemos en la red primaria un sistema de atención odontológica que vale ¡cero! 



¡La estrella de nuestra medicina debiera ser la atención primaria!



Señor Ministro, ¿sabe cuántos especialistas hay en la atención primaria? ¡Cero! No existen. Debiéramos tener pediatras, internistas, obstetras, para solucionar los problemas al lado de la gente.



En materia de medicamentos, los dos sistemas actuales, el de FONASA y el de las isapres, no incluyen dentro de sus planes el tratamiento con medicamentos en la etapa ambulatoria. Y todos son de costo de las personas.



La única manera de conseguir el reembolso del gasto en medicamentos, en FONASA o en las isapres, es cuando el paciente está hospitalizado. ¡Y el 95 por ciento de ese gasto es ambulatorio!



Opino que las cosas están mal enfocadas.



Nosotros deberíamos tener un sistema diferente.



¿Y por qué hay listas de espera en el sistema público? Porque los hospitales funcionan medio día, señor Ministro, y porque el 75 por ciento de los especialistas se hallan en el sistema privado para atender a dos millones de personas, mientras el 25 por ciento restante se encuentra en el sistema público para atender a 15 millones y medio.



Es cuestión de sumar y restar. La raya es espectacular, porque demuestra que somos muy ineficientes.



Sin embargo, el recurso humano que labora en los hospitales pone todo el énfasis -y yo diría hasta pasión- en las atenciones. 



Así, tenemos mejores indicadores que Estados Unidos. Gastamos 550 dólares per cápita, mientras en ese país, 9 mil a 10 mil. Y tenemos mayor esperanza de vida, menor mortalidad infantil y mejor atención del parto. 



Pero sucede que eso lo conseguimos con pura pasión. Porque nos faltan muchos recursos.



Entonces, anuncio que votaré en contra del presupuesto de atención primaria. Pido que se suba a 3.500 pesos el per cápita. Chile lo puede hacer. Tenemos los recursos para ello.



Eso marcaría una tremenda diferencia en  prevención. Hoy hacemos cero.



Señor Ministro, en su momento había dos AUGE: uno curativo (el que está funcionando ahora) y otro preventivo, al cual, lamentablemente, le quitaron todos los recursos financieros.



Por eso voté en contra del AUGE: porque quitaron el presupuesto preventivo.



Así que tenemos muchas cosas que mejorar.



Creo que hay que estudiar este sistema a futuro.



¡Y otra vergüenza más!



El 46 por ciento del presupuesto para salud en Chile sale del bolsillo de los más pobres. El 7 por ciento que cotizan los afiliados a FONASA significa el 46 por ciento del presupuesto de salud.



¡No hay ningún país que funcione con un presupuesto de salud indexado a un impuesto específico!



Si queremos hacer las cosas bien, tenemos que financiar la salud con tributos generales.



Ese es el tema a futuro. Ahí tendremos que ver cómo arreglamos el presupuesto. Porque, cuando alcancen una esperanza de vida de 85 años las mujeres y 80 los hombres, no será suficiente para financiar la salud.



Debemos empezar a cambiar el modelo de a poco y dar señales concretas: apoyar la atención a full y tener especialistas, medicamentos, capacidad resolutiva.



Eso necesitamos en la atención primaria.



Muchas gracias, señor Presidente.

El Senador señor ESCALONA (Presidente accidental).- A continuación está inscrito el Senador Sabag, quien tiene la palabra.

El Senador señor SABAG.- Señor Presidente,  no cabe duda de que la Tercera Subcomisión hizo un muy buen trabajo, durante largas jornadas -una sesión duró hasta las tres de la mañana-, para analizar la Partida de Salud.



Eso les ha permitido a sus integrantes tener el privilegio de contar con muy buena información acerca de todo lo que pasa con el Ministerio del ramo, que se lleva el tercer mayor porcentaje del Presupuesto de la Nación, con más de nueve mil millones de dólares. Lo supera, por supuesto, Educación, que tiene 11.650 millones, y Trabajo (con toda la reforma previsional que hicimos, más las pensiones que se pagan), con casi 11.000 millones.



Esas inversiones, no me cabe duda, se están reflejando en lo que pasa a lo largo de nuestro país.



Entiendo a los colegas que dan sus testimonios, y particularmente a los parlamentarios médicos, quienes dominan muy bien esta materia y nos han hecho una muy buena exposición. Pero yo voy a dar testimonio de lo que veo en mi zona.



En tal sentido, puedo certificar que las listas de espera AUGE en varios sectores de ella están en cero y que en otros falta muy poco para terminarlas. 



Han ido a buscar a los enfermos casa por casa. Y me decía una persona el otro día: “Hacía tres años que yo estaba en la lista; me había olvidado”. Fueron, se la llevaron y la operaron.



Así se ha procedido en muchos casos, a tal punto que en Talcahuano hay cero espera; en Ñuble, 161, y en Concepción, 230. De manera que se ha ido avanzando bastante en este aspecto.



O sea, uno tiene que ser objetivo. Podré pertenecer a la Oposición, pero debo reconocer que por lo menos en mi zona se ha visto un avance importante en la materia.



Ahora, tiempo atrás hablábamos mucho de los hospitales autogestionados, de dotar de facultades a los directores. Y en Concepción, en lugar de enviar las patologías AUGE a los hospitales privados, se ha llegado a acuerdo con los médicos para que trabajen en la tarde -lo señalaban los doctores Accorsi y Robles-, usando la capacidad ociosa. Así, se opera hasta avanzadas horas de la noche. 



Esos profesionales perciben muy buenos ingresos. Los pelan por la cantidad de plata que ganan. Pero están trabajando mucho más.



¿Qué quieren? Si se van al sector privado, van a recibir aún más. Y se beneficia también el hospital particular.



Por lo tanto, he estado muy de acuerdo en que se siga ocupando la capacidad ociosa de los hospitales. Ojalá que estos se usen las 24 horas del día y no tan solo en la mañana como estaba ocurriendo.



Deseo referirme, por otro lado, a las deficiencias que tenemos, a pesar de los muchos CESFAM que se han construido y de las mejoras que ha habido en la atención primaria. Pero todas son deficitarias.



Yo represento a varias comunas rurales pobres y pequeñas. Las municipalidades subvencionan la atención primaria con hartos millones de pesos que no tienen.



¡100, 200, 300 millones de pesos para un municipio pequeño es mucha plata! Y eso les impide hacer cualquier tipo de obra en beneficio de toda la comunidad.



Ojalá pudiera aumentarse el per cápita, si fuera posible. Porque ahí tenemos un déficit. Y se trata de uno de los servicios -se ha destacado aquí, y todos coincidimos en ello- más relevantes.



Para que las personas no lleguen al hospital, hay que verlas antes en la atención primaria. Y ojalá se envíe a médicos con experiencia, cosa que ahí se ataje inmediatamente la enfermedad. Porque muchas veces a los hospitales llega gente por cosas nimias. De haber existido una buena atención primaria, la habrían atajado ahí; habrían solucionado el problema y mejorado al paciente. Al hospital debe ir quien tiene que operarse, el que necesita una intervención quirúrgica.



Entonces, llamo la atención en ese aspecto: ojalá sigamos fortaleciendo la atención primaria.



La atención  primaria tiene buen personal en todas partes; sus servidores están con la camiseta muy bien puesta. Por lo tanto, debemos fortalecerla a lo largo de todo nuestro país. Y ojalá, de ser factible, se aumente el per cápita.



Ahora, los miembros de la Tercera Subcomisión tuvieron el privilegio de contar con la presencia del Ministro y de todos los directores.



Por supuesto, si nosotros pudiéramos invitar por lo menos al Ministro para absolver las dudas que todavía pudieren abrigar algunos colegas, sería muy bueno.



Sé que la Directora de Presupuestos nos va a responder con muchas cifras, porque está informada de todo, con su sectorialista al lado. Pero no es lo mismo que los que están operando -el Ministro, el Subsecretario-, quienes llevan la cosa diaria. Ella maneja bastante los números; pero, evidentemente, las respuestas más específicas las dan el Ministro de Salud y todo su personal especializado, como les consta a los miembros de la Tercera Subcomisión, quienes aprobaron por unanimidad esta Partida.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

El Diputado señor ORTIZ.- Señor Presidente, lamento no estar muy bien de la garganta, pero voy a hacer el máximo empeño.



En el servicio público y en la política en general, yo al menos trato de ser lo más objetivo y lo más consecuente posible.



En esa línea, preguntaría en esta Sala quién está en FONASA.



Dos, tres. Somos tres los consecuentes, entonces.



¿Por qué lo planteo? Por lo siguiente.



Nosotros de verdad creemos en lo que significa la solidaridad: los que ganamos más aportamos más y los que ganan menos aportan menos. Pero la idea es que todos tengamos un piso.



Dios mediante, no le hecho gastar ni una aspirina al sistema en los 21 años y 8 meses que cumplo mañana como Diputado. Y he aportado el 7 por ciento en todo ese tiempo (lo han hecho también el Senador Escalona y la Diputada Pascal). Eso ha servido para que mucha gente se pueda atender en todo el ámbito público.



¿Y por qué lo planteo?



Nunca he sido parte de una isapre. Tengo profundas críticas respecto de las instituciones de salud previsional. ¿Pero qué pasa? Es una realidad en este país que hay salud mixta: salud estatal y salud privada. Y cada uno asume dónde quiere estar.



Expreso esto por lo siguiente: ¡qué difícil fue sacar la Ley AUGE! 



Varios colegas pueden dar fe aquí de que en esa época hubo una oposición muy grande a que se aprobara la iniciativa pertinente.



Y ese es el piso medio: el AUGE.



Cuando escucho a mis distinguidos colegas Diputados que son médicos -pero ante todo, amigos- decirnos que ha subido la expectativa de vida, no puedo sino pensar que eso no es casualidad. Significa que desde el año 90 a la fecha ha habido una inmensa inversión en salud; que, fuera de eso, ha existido capacidad para entender que en Salud hay un personal extraordinario. Me refiero a todo el personal. Y algunos están a muy mal traer; con ellos se han cometido muchas injusticias.



Coloco el ejemplo de las Asociaciones de Funcionarios Técnicos en Enfermería. Esos trabajadores han pagado a diferentes universidades. Empero, en el encasillamiento de personal de los servicios de salud del año 2008 quedaron afuera. Y sucede que gastaron de su bolsillo.



Por eso, en forma especial, le solicité a la Subcomisión que los escuchara. Y se hizo.



También oímos a la Mesa Social de Salud.



¡Cómo no vamos a querer todos que exista una mayor inversión en Salud!



El hecho de que la expectativa de vida hubiera subido un promedio de diez años significa que hubo infraestructura, técnica, capacidad. 



Ahora, con todas las críticas que le están haciendo aquí a CENABAST, debo decir que ha cumplido un rol: por el hecho de comprar en forma mayoritaria, ha tenido precios más bajos para nuestros hospitales y para toda la salud primaria.



Una de las consultas que formulamos en esas casi nueve horas de trabajo intenso en la Tercera Subcomisión recayó en el problema de CENABAST. Había en aquel órgano ministros, subsecretarios, jefes de servicio: 41 personas. Les hicimos todas las consultas habidas y por haber.



Todos en nuestros distritos tenemos alcalde. Yo, tres. Dos estaban en deuda con dicha Central. Con todo, los municipios firmaron un convenio. Es cierto que tenían 24 meses, pero reconocieron que estaban disponibles para seguir abasteciendo de medicamentos durante todos los que fueren necesarios, sin que tuvieran que comprarse en la farmacia de la esquina prácticamente a doble precio.



¿Qué vimos en la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos? Una realidad: que el presupuesto de Salud para el próximo año sube en 6,9 por ciento. Y eso significa algo: el de 2011, con relación al de 2012, presenta un incremento de poco más de 3 mil millones de dólares. El de Educación sube 750 millones de dólares. Resulta que aquel que estamos analizando se incrementa en más de 700 millones de dólares. Creo que es un avance.



¡Ave María, que para mí es importante el aumento en salud primaria!



Aquí se habla de los especialistas. Analizamos in extenso el tema. ¿Y saben a la conclusión que llegamos? En todos estos años ha habido partidas presupuestarias financieras del Ministerio de Salud -es la 16- para formar especialistas de Regiones, entre ellas la del Diputado Alberto Robles.



En mi Región, con relación a los municipios, el 80 por ciento de los profesionales, después de que se especializa, no quiere volver a su lugar de origen. Ahí hay un tema de responsabilidad profesional. Ellos han firmado un compromiso y dejado algo en garantía, como boletas y todo lo que han suscrito. Y ese es un asunto bien complicado, difícil



Es decir, los esfuerzos han existido. Cuando el Diputado Accorsi habla de que el 80 por ciento de los especialistas está en el sector privado, es porque, mínimo, al 30 por ciento de ellos los especializó el Estado, y después se fueron al sector privado a ganar plata: cinco o cuatro veces más. ¿Eso es culpa de nosotros o es irresponsabilidad de los médicos?



Por eso, ojalá que nunca llegue al hospital. Si me encuentra alguno de ellos, me va a pegar el “corte” al tiro...



Es algo que estoy diciendo con sinceridad, porque analizamos la cuestión caso por caso.



Aquí se tiene que actuar con la verdad y en función de los actores. Por ejemplo, en lo que respecta a infraestructura, mi Región tuvo la capacidad, con un gran equipo de profesionales del Servicio de Salud de Concepción -le costó cero peso al Estado, porque es el rol que tienen que cumplir-, de confeccionar todos los planos para el Centro de Atención Ambulatoria de la ciudad, instalación que resiste un sismo de 9,5 grados y que se terminó cuatro meses antes del terremoto. Si no hubiera existido, la salud de la Región del Biobío hubiera colapsado. ¡No le pasó nada, gracias a Dios! Ahí funcionó todo.



Porque la torre construida en 1980 y tantos colapsó.



¿Pero qué pasó? Nosotros ya habíamos conseguido, también con ese equipo de profesionales, lo que se llamaba “Nuevo Hospital Traumatológico de Concepción”. Estaba lista la licitación y se dejó sin efecto por una razón obvia: el terremoto. Sin embargo, tengo que admitir que en 2010 -y algunos deben recordarlo-, cuando le planteé el tema al Ministro, este reconoció que las platas estaban en el Presupuesto del año pasado. Le manifesté que había que gastarlas en eso, porque, si no, yo al menos iba a hacer una denuncia oficial al Estado y al Ministerio de Salud. Y él cumplió: se llamó a licitación.



Había un problema. Como los médicos son tan especialistas y tan científicos en el siglo XXI, decían que ya no existían los hospitales para huesos, los traumatológicos. Señalé que este no era un problema de título, sino que el Traumatológico tenía que construirse sí o sí, porque las cosas que se van posponiendo nunca más se concretan. Ello, anexo al Guillermo Grant Benavente o al Centro de Atención Ambulatoria. ¡Y ahí está, pues! Ya se ha construido el 30 por ciento y ahora se empezó a levantar la torre.



Entonces, debo reconocer -y aquí tengo el detalle de todo el país- que en todos estos últimos años hemos avanzado en infraestructura.



Le doy las gracias por su apoyo al Diputado Víctor Torres, quien no era parlamentario en el tiempo del AUGE, pero recuerdo muy bien que planteó en mi bancada que era partidario de este último. No sucedió lo mismo con muchos médicos que decían: “Aquí voy en la pará, porque va a disminuir mi clientela”. Pero, al final, imperó el bien común, el actuar responsablemente, y sacamos las leyes del AUGE.



¿Por qué lo menciono? En una conferencia de prensa se criticó al Diputado Alberto Robles y a quien habla por votar a favor la Partida 16. ¿Qué es lo que querían? ¿Que echáramos para atrás la cuestión de la infraestructura; que echáramos para atrás el aumento del per cápita a 3 mil 123 pesos; que definitivamente nos hiciéramos los lesos con las listas de espera?



Uno tiene que actuar como Diputado de la República, como hombre de Estado. ¡No estoy en función de andar buscando votos! ¡Estoy en función de tratar de hacer bien la tarea para la que me eligió la ciudadanía!



Nosotros procedimos en forma muy transparente, haciendo todas las consultas habidas y por haber, y respecto de las cuales nos contestaron todo. Y se encuentra a disposición de la Comisión un reconocimiento especial al equipo de abogados, al señor Rodrigo Pineda y a todos sus colegas. A los cinco los tienen informados al minuto de todas las respuestas. Y los 120 Diputados y 38 Senadores pueden acceder a todo ello.



¡Cómo no va a ser importante, en un país como Chile, que haya buena salud!



¡Cómo no va a ser vital que terminen definitivamente las listas de espera!



El Senador de mi Circunscripción y camarada de partido señor Hosaín Sabag dio a conocer las cifras que están en el informe, las cuales pueden consultar todos ustedes. El texto se elaboró exactamente en octubre.



Soy testigo -porque nos invitaron a todos los parlamentarios de la Región- de cuando el Director de FONASA fue a Talcahuano con todo el equipo del servicio de salud. El Hospital Higueras es una obra extraordinaria. Los invito a darse una vuelta por ahí, de repente, y se darán cuenta de todo lo que se ha invertido en salud de verdad estatal. Estoy hablando del año 1990 hacia adelante.



Y quiero decir que era cierto que había una lista de espera cero. En ese instante existía una de poco más de 200 servicios de salud, pero a la semana estaba terminada. Y fui a verificarlo sin prensa, ni faramallas ni cosas por el estilo, ¡porque me interesa mi distrito, que las metas se cumplan!



El Diputado Macaya dijo una cosa que es cierta. ¿Ustedes creen que si hubiera habido una sola persona en lista de espera no se hubiera dado al otro día una conferencia de prensa? Pero ello no ha sido así.



¡Cómo no vamos a desear que se terminen las listas de espera! 



¡Pero si esta cuestión no es con bombo! ¡Estas son realidades! ¡Son platas del Estado, de todos los chilenos, que los 13 Diputados y los 13 Senadores tenemos la responsabilidad de aprobar y de que se inviertan bien! Por eso, cada tres meses vemos la ejecución presupuestaria. Y estamos en condiciones, el día en que lo consideremos conveniente, de mandar oficios en cuanto al gasto en esto, aquello y lo otro.



¿Y por qué lo digo con tanta fuerza? Porque creo que hemos avanzado una enormidad en salud en estos 21 años y 8 meses, que se cumplen mañana, desde ese 11 de marzo de 1990.



Quiero consignar algo -Carlos Montes se fue porque está más enfermo que yo, por efecto del aire acondicionado de la Sala- de lo cual José García tiene que acordarse. Carlos Montes, José García y el que habla estábamos en la Comisión de Hacienda y nos costó dos años lo relacionado con una cosa aparentemente simple, pero muy profunda: para los 29 servicios de Salud existía un solo fondo. ¡Un solo fondo! El que ejercía más presión sacaba más plata. Nosotros conseguimos que ellos tuvieran un presupuesto propio.



Y nadie ha dicho nunca que los Diputados García, Montes y Ortiz, ninguno de ellos médico, consiguieron lo más grande -en las tribunas se encuentran distinguidas personas del área de la Salud-, para que, por ejemplo, el Servicio de Salud de Valparaíso-San Antonio tuviera un presupuesto propio, como también el de Concepción, etcétera. Ello se extiende a los 29.



¿Son o no cosas reales? Es nuestra responsabilidad, nuestra tarea. Tenemos que hacer la pega como corresponde. O sea, no puedo desconocer lo que hemos hecho.



También puedo citar el caso de los hospitales públicos. Todos los años, cuando vemos las Partidas, aprobamos financiamiento para la más alta tecnología existente en ese instante, no en Chile, sino en el mundo. Y me consta -¡me consta!- que los hospitales públicos tienen la misma tecnología de punta y de avanzada que las clínicas privadas más ostentosas de Santiago. Un solo ejemplo...

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Diputado Ortiz, le prevengo que vamos a quedar sin quórum.

El Diputado señor ORTIZ.- Discúlpeme, señor Presidente. Tengo muchas cosas más que decir, pero lo comprendo. Hasta estaba dispuesto a perder el avión y no asistir mañana a una reunión a las 9:30, porque me interesaba sobremanera que también se escuchara por qué voté a favor.



Sería bueno que ese doctor que fue irresponsable en una conferencia de prensa y que ahora ni siquiera está en las tribunas -tampoco vino denantes- asumiera su responsabilidad, porque las cosas tienen que hacerse de frente.



Voté a favor, porque considero que es un buen Presupuesto.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- No existe ninguna posibilidad material de que el Presupuesto sea despachado el lunes, pues está listo un tercio de las Partidas y falta lo demás. Entonces, quiero pedirle a la Comisión, como me lo han planteado varios parlamentarios que son de Regiones y que residen en Valparaíso o en Viña del Mar, que ese día le pongamos hora de término a la sesión, de tal manera que ellos se puedan trasladar en la noche, ya que, por su estilo de vida, no tienen chofer y manejan ellos mismos, y no quieren viajar de regreso en la madrugada.



Conviene que adoptemos una medida razonable y de sentido común para nuestra labor, de manera que podemos trabajar el lunes 14 hasta las 22; reiniciar el martes a las 9:30, hasta las 13:30, y proseguir a partir de las 18:15, hasta el total despacho del Presupuesto.



Puedo asegurar, sí, dadas las Partidas que quedan -Educación, Obras Públicas, en fin-, que el volumen de la discusión hará imposible la aprobación el lunes.



Pido que, en forma sensata, tomemos esa decisión.



Insisto en que la idea es que el martes concluyamos el estudio del proyecto, de manera que la Cámara de Diputados pueda despacharlo en la semana.



Como tengo alguna experiencia en la materia, le solicité a la Mesa del Senado correr la semana regional -a proposición mía, quedó facultada para ello- y convocar desde ya a sesión para los días 29 y 30, de manera que, en caso de que se forme una Comisión Mixta, nuestra Corporación se encuentre citada y no se presente ninguna dificultad para que el Presupuesto sea entregado normalmente.

El Diputado señor JARAMILLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra.

El Diputado señor JARAMILLO.- Señor Presidente, estoy muy de acuerdo con todo lo que ha manifestado, pero resulta que si se pone como hora de término las 22 del lunes, eso significa un conflicto para algunos de nosotros. Hace un tiempo me chocaron en la noche, sin mediar culpa mía. Hoy día me han dado la gran noticia de que he ganado el juicio. Le comento el hecho porque la situación se presta para todo.



Diría que hasta las 20 es una buena hora, porque en la mañana vamos a partir a las 10:30.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Como hay votaciones pendientes, tenemos quórum para adoptar el acuerdo. El Senador Kuschel, por ejemplo, está pareado, pero podemos pedirle que vote. Estamos justos para tomar acuerdos. De no hacerlo, perderemos el quórum.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El Senador señor GARCÍA.- Señor Presidente, no tengo inconvenientes, en principio, con su propuesta, pero quería complementarla con lo siguiente. Tal vez sería conveniente trabajar todo el día martes, hasta el total despacho del proyecto, pero sin sesiones de Sala en la Cámara de Diputados y el Senado. Quizás usted podría hacer esas gestiones.



Porque lo que ocurrirá el martes 15 es que los Diputados van a tener que salir a las 11 a dar quórum. Después ocurrirá otro tanto a la hora de votar. En la tarde, la Comisión recién retomará a las 18 la discusión del Presupuesto, según lo previsto por usted. Vamos a perder probablemente tres horas preciosas para poder concluir el martes.



Quisiera que quedáramos un poco supeditados a las gestiones que usted pudiese llevar a cabo para que ambas Cámaras suspendieran ese día sus sesiones de Sala.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Lo que pasa es que en el Senado hay un proyecto con discusión inmediata. Si la memoria no me engaña, es el de la subvención educacional preferencial, que tiene que ver con materias del área de Hacienda. También tenemos el de la inscripción automática.



Puedo hacer la gestión con el Presidente del Senado. Porque, en ese caso, si trabajáramos todo el martes, hasta el total despacho del asunto, el Senado podría correr su sesión de ese día para el miércoles en la mañana.



Sugiero que entre todos hagamos el esfuerzo con los jefes de Comité, de manera que la Mesa del Senado pueda tener el respaldo de todos ellos para realizar el ajuste.



Tiene la palabra el Diputado señor Silva.

El Diputado señor SILVA.- Señor Presidente, siguiendo lo que plantean usted y el Senador García, pido revisar este aspecto el día lunes en la medida en que dispongamos de información, y no adoptar un acuerdo ahora.



Usted está exponiendo una buena idea en orden a cambiar la sesión del Senado; pero en la Cámara se discutirá el SERNAC financiero, también con discusión inmediata, el martes en la mañana. Si no se pudiera cambiar la sesión del Senado, tendríamos un día sin poder avanzar mucho, tal como pasó el martes de esta semana.



Y como me parece que el proyecto de Ley de Presupuestos es el más importante, creo que no tenemos que modificar el acuerdo que hemos tomado, salvo que dispongamos de más antecedentes. El que habla, por lo menos, no da el asentimiento para cambiarlo hoy día.



Esperemos hasta tener más información el día lunes, según el resultado de sus gestiones y de las que se puedan realizar en la Cámara, y ahí podemos efectuar una revisión.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- No tengo ninguna dificultad. Pero quiero advertir que el lunes en la noche va a pasar exactamente lo que ha sucedido ahora: se van a retirar los parlamentarios, por la vía de parearse, y se va a caer la sesión por falta de quórum, sin que se pueda tomar acuerdo igual.

El Diputado señor JARAMILLO.- Hasta las 20, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Conozco a los seres humanos y el cansancio es un rasgo distintivo de todos nosotros. Entonces, cuando un parlamentario se cansa, se parea y se va, y nos vamos a quedar sin quórum. Pero está bien. Lo advierto, nada más.

El Diputado señor JARAMILLO.- ¿Y hasta las 20?

El señor ESCALONA (Presidente accidental). No hay acuerdo para aprobar lo propuesto.



Tiene la palabra el Diputado Torres sobre la Partida de Salud.

El Diputado señor TORRES.- Señor Presidente, según mi colega Ortiz, ha habido inversiones importantes en materia de Salud durante los últimos 21 años. Cabe recordar que, cuando recibimos el sistema de salud al regresar la democracia, este se hallaba completamente destrozado, puesto que no se había registrado inversión real en ninguna arista, ni en la atención primaria ni en la hospitalaria. Por tanto, los esfuerzos hechos durante estos 20 o 21 años han sido importantes para tratar de mejorarlo.



No obstante lo anterior, uno tiene que ser capaz de entender que el sistema de salud requiere, de una forma u otra, aumentar su inversión de manera mucho más significativa. Si se revisa el porcentaje del producto interno bruto que se aporta en Chile para salud, ve que es de 2,43 por ciento, es decir, por debajo del promedio de Latinoamérica, que está en 4,2. Y para qué decir si lo comparamos con el de los países de la OCDE, que es de 6,4 por ciento, aproximadamente.



Cuando ingresamos a esa organización, la idea era poder compararnos en cuanto a la inversión pública en distintos ámbitos, sobre todo en materia de salud, con naciones con un estándar por encima del chileno.



No puedo negar que nuestros indicadores de salud están entre los mejores de Latinoamérica. Sin embargo, este logro se asienta, fundamentalmente, en el esfuerzo de muchos funcionarios y profesionales que reciben una gran formación, por lo menos en Chile.



No obstante, no puede ser que un sistema se resguarde exclusivamente en las capacidades que puedan tener los funcionarios y no tenga la posibilidad de contar con un presupuesto que realmente signifique dar una atención mucho más eficiente, tanto en el ámbito de la atención primaria como en el ámbito de la atención hospitalaria.



Este Gobierno se ha propuesto, por ejemplo, la meta de tener un médico por cada 3 mil 300 habitantes y fracción. Ese objetivo, como meta, es muy poco ambicioso. Si observamos que en otros países del mundo hay un médico por cada 2 mil habitantes y fracción -e incluso menos-, podemos darnos cuenta de que en Chile existe un déficit de estímulos para que médicos puedan mantenerse en la atención primaria. 



Uno aprecia deficiencias en el ámbito de la formación de especialistas para atención primaria y también de formación continua para médicos no especialistas que quieran mantenerse en el sector.



Uno de los aspectos por los que la gente más reclama -incluso, diría que mis colegas lo ponen en el tapete- es la calidad de atención a nivel primario.



¿Por qué llegan médicos extranjeros, que en las evaluaciones han salido bastante por debajo respecto de los colegas nacionales? Porque no hay una apuesta real para invertir en un servicio de atención que absorbe el 80 por ciento de los requerimientos y necesidades en materia de enfermedades y patologías; que esta encargado no solo de la atención, sino también de la prevención y la educación en materia de salud, a fin de posibilitar que muchas enfermedades que irrogan gran gasto al Estado sean evitadas, porque son evitables.



Entonces, existen aumentos que, si bien pueden ser reconocidos como interesantes, no son suficientes.



Como decía el Diputado Accorsi recién, este año no deberíamos estar aspirando a 3 mil 126 pesos en el per cápita -me parece que esa es la cifra-, sino que tendríamos que ser capaces de aumentar ese per cápita basal a 3 mil 500 pesos. Y no tan solo eso: debiéramos tener ya sobre la mesa el análisis, la evaluación y el cambio respecto a los indexadores que pueden aportar diferencias entre distintas comunas. Estos instrumentos de salud miden precisamente las condiciones de pobreza y otros aspectos como ruralidad, etcétera, para generar esta variación en el ingreso de la atención primaria.



Ese fue un compromiso asumido el año pasado. Pero hasta el día de hoy desconocemos el estudio y la modificación de esos indexadores y si el Gobierno está disponible para generar esa enmienda.



Hay otra situación que también me parece importante.



Hablábamos recién de falta de especialistas para la atención primaria. Al respecto, no existe hoy un sistema realmente relevante que les ofrezca a los médicos que van a trabajar en atención primaria 3 o 6 años - como sí existe en el caso de los generales de zona-, becas de retorno que permitan atraer a estos especialistas para devolver dichas becas a los consultorios. 



Estamos hablando de especialidades básicas, no de subespecialidades, por cierto: medicina interna, cirugía, gineco-obstetricia, pediatría, siquiatría, etcétera, algunas de las cuales se requieren precisamente para atender una gran lista de espera que nace desde la atención primaria y termina siendo derivada a la atención secundaria o terciaria, en circunstancias de que podría ser resuelta más cerca de la ciudadanía.



Tampoco entiendo por qué el Gobierno no plantea, o el Ministerio, en otro ámbito, la posibilidad de ir mejorando la gestión de la CENABAST. 



Este tema ya ha sido majadero. 



Cuando observamos que año a año se va disminuyendo el porcentaje del Presupuesto en esta materia, no nos queda más que pensar que el Gobierno no quiere mejorar o perfeccionar lo que ocurre en la CENABAST, sino que simplemente privatizarla. Y, si esa fuera la mirada del Gobierno, por lo menos que se sincere y diga qué es lo que desea hacer en realidad con la Central Nacional de Abastecimiento. 



Cuando uno observa los precios que se alcanzan en compras por volumen, entiende que se debe potenciar esta forma de compra; que se tiene que permitir a los municipios más pequeños asociarse, pues carecen de la capacidad para comprar a buen precio y les sale mucho más caro. Y esos municipios son los que habitualmente tienen menos recursos.



En verdad, me gustaría tener claridad respecto a qué pretende hacer realmente este Gobierno con la Central Nacional de Abastecimiento, que ha sido un organismo fundamental en la posibilidad de llevar medicamentos a las zonas más distantes, a los municipios más pequeños, precisamente por la falta de recursos de estos últimos.



Tampoco puedo entender, señor Presidente, la disminución del presupuesto para el Programa Ampliado de Inmunizaciones. 



Por segundo año consecutivo se sigue diciendo que se quiere mejorar la cobertura en vacunas, fundamentalmente para niños. Sin embargo, una vez más, se ha vuelto a reducir el porcentaje de recursos que se invierten en esta materia.



Lo anterior termina siendo preocupante porque, cuando se disminuye el presupuesto en un ámbito directamente focalizado en la prevención, por el efecto de la vacuna para disminuir la posibilidad de que niños o adultos adquieran alguna enfermedad, se afecta un área que no es de gestión, sino, a mi juicio, derechamente clínica, cuyo deterioro va en perjuicio de los ciudadanos.



En tal sentido, este Gobierno tiene que dar una respuesta clara sobre cómo va a enfrentar la situación. No me gustaría que, por falta de recursos, en algún momento un niño fallezca, por ejemplo, de meningitis neumocócica o influenza, enfermedad que ha afectado en el último tiempo, con gran impacto en el país.



Por último, señor Presidente, hay un área que no me queda clara en lo absoluto.



Supuestamente se quiere potenciar la atención primaria, mejorar su infraestructura. Pero debemos recordar que para 2011 se redujo ya su presupuesto en 20 por ciento y para 2012 se propone una disminución de 27 por ciento.



Si bien es cierto que en la Subcomisión respectiva se planteó que los recursos faltantes o que se reducían por área provendrían del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, hasta hoy no existe claridad en cuanto a que dicha solución esté debidamente garantizada en este Presupuesto de la Nación.



Por lo tanto, no sé si los señores Diputados que conforman esta Comisión van a poder votar con claridad suficiente y diciendo: “Vamos a reducir los dineros de infraestructura”, sin tener claridad o certeza de por qué vía se van a recuperar esos fondos.



Les pido a los señores parlamentarios, Senadores y Diputados, que en el momento de la votación consideren eso. Porque aquí una respuesta verbal no nos garantiza que se van a recuperar esos recursos. Un 27 por ciento menos en 2011 y un 20 por ciento menos en 2012 hablan de una disminución importante en la apuesta que hace el Ministerio para potenciar la construcción de centros de salud familiar, de centros comunitarios de salud (como los CECOF) y, fundamentalmente, de consultorios, postas rurales y estaciones médico rurales.



Así es que les pido a mis colegas que revisen los puntos que estamos planteando y que el Gobierno pueda dar cuenta de aquellas inconsecuencias e incoherencias que, a mi juicio, están presentes y plasmadas en este Presupuesto.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la señora Directora de Presupuestos.

La señora COSTA (Directora de Presupuestos).- Señor Presidente, se han realizado varias preguntas y planteado diversas dudas respecto de algunas cifras.



Pues bien, en la Subcomisión respectiva las presentaciones realizadas por el Ministerio de Salud fueron bastante extensas y se entregaron con mucha o casi toda la información que aquí está siendo solicitada.



En particular, parto señalando que el Presupuesto del Ministerio de Salud se incrementa en 570 millones de dólares respecto al del año en curso. Esa cantidad representa un crecimiento de 6,7 por ciento.



 Sin embargo, la atención primaria tiene un privilegio en la asignación de recursos, con un aumento de 9,6 por ciento.



Por de pronto, el per cápita basal en los últimos dos años se ha incrementado, en términos acumulados, en 27 por ciento, lo que da cuenta del énfasis de la política de salud en la atención primaria.



Un punto adicional es que de alguna manera se ha cuestionado el resultado de las listas AUGE.



La verdad es que dichas listas fueron presentadas y no han sido cuestionadas desde el punto de vista de los pacientes. Sin embargo, se señalaron dos materias asociadas a ellas.



Por una parte, requerirían de más especialistas para tener la certeza de que no aparecerán más enfermedades.



En materia de inversión en formación de especialistas, en los últimos años el incremento ha sido bastante sustantivo. Mientras en el 2009 se gastaban del orden de 8 mil millones de pesos anuales en formación de especialistas, el 2010 la cifra se duplicó a 16 mil millones de pesos; el año 2011 ya estábamos en 21 mil millones de pesos, y la propuesta para el 2012 es de 29 mil millones, donde, además, se han incorporado modalidades e incentivos para la retención de los mismos.



El otro punto que se levanta respecto a cómo disminuyen las listas AUGE es que también pareciera de gran importancia tener antecedentes sobre si los pacientes se atienden en el sector público o en el privado.



Desde el punto de vista de los recursos de FONASA, las compras al sector privado para listas AUGE y no AUGE, entre el año 2011 y la propuesta del 2012, en vez de crecer, caen.



Efectivamente, para el 2011 el Presupuesto contemplaba 113 mil millones de pesos, mientras que en la propuesta para el próximo año hay 110 mil millones de pesos. Por lo tanto, no hay intención de parte del Ministerio de Salud de limitar las acciones dentro del mismo Ministerio, sino, todo lo contrario, de fortalecerlas.



Con respecto al uso de esos recursos, lo que se tiene es la utilización de 14 mil millones de pesos en las listas no AUGE, y 95 mil millones en las listas AUGE, básicamente para hemodiálisis.



El resto de los recursos aparece en el gasto de bienes de consumo y en el gasto de personal de cada uno de los Servicios de Salud, donde se están efectuando, mayoritariamente, las prestaciones, las que han logrado rebajar dichas listas.



También se preguntó por los hospitales autogestionados y los hospitales experimentales.



Al respecto, deseo señalar que en este momento se está realizando un estudio comparativo de ambos sistemas, de cómo funcionan y qué resultados se observan.



En vez de aventurar o especular antecedentes, quisiéramos compartir el resultado de ese estudio con el Parlamento cuando esté finalizado.



Ahora, efectivamente, señor Presidente, los hospitales modulares no son lo mismo que un hospital definitivo o tradicional. Sin embargo, el Ministerio de Salud, después del terremoto, levantó las camas en un tiempo bastante breve, y los hospitales modulares vinieron a reemplazar carpas. De manera que en el período de un año se pudieron levantar hospitales sustitutos de carpas. Hacerlo de otra manera habría requerido muchos más años. Un hospital tradicional toma entre tres y cinco años.



Las condiciones de trabajo de esos hospitales son bastante similares y adecuadas. Son totalmente adecuadas en términos sanitarios. Y vinieron a reponer y a dar una solución que en ese momento era urgente.



Dichos hospitales se levantaron en un período inferior a un año, y se cumplió con los objetivos para los cuales fueron levantados.



En cuanto a las preguntas respecto a la concesión de la red Maule, quisiera señalar que se está proponiendo y estudiando seriamente que los hospitales de Curicó, Linares y Chillán se hagan por la vía de concesión, y a través de ella se buscará recuperar el resto de las camas faltantes en esa Región.



En términos de camas críticas, Sus Señorías saben que en las Regiones están levantadas dentro de los hospitales que operan actualmente.



Asimismo, se ha manifestado que aquí hay menores recursos para prevención.



La verdad es que el gasto en vacunas se mantiene respecto a lo que se realizaba el año anterior. Los recursos caen por un menor gasto en las cámaras de frío, y a ello obedece la menor cantidad monetaria.



Sin embargo, en cuanto a prevención, a distribución de vacunas y al resultado de la política de prevención, los recursos no caen en lo que es pertinente.



Con respecto a CENABAST, en la Subcomisión respectiva se explicó que el Gobierno está haciendo una auditoría externa. De manera que el Parlamento podrá contar con un análisis de expertos analistas y de un auditor externo sobre qué sucedió con los recursos de este organismo, lo cual da cuenta de un estudio independiente del Ministerio de Salud que nos parece incluso más transparente que un mero análisis interno del Ministerio. Y, por cierto, apenas esté listo el mismo Ministro se comprometió a entregarlo a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Finalmente, señor Presidente, se dijo también que en la Ley de Presupuestos no está considerado lo del 7 por ciento.



Ello no es así.



En el Instituto de Previsión Social está registrada la totalidad de los recursos entregados al 7 por ciento, que corresponden a 81 mil millones de pesos. De ellos, 80 mil millones se destinan a FONASA.



Los 80 mil millones ingresan en su presupuesto como imposiciones previsionales. Se hace así para que quienes son beneficiarios no pierdan el derecho a la libre elección. Ello obedece a la forma como está estructurada la ley, la cual establece que el subsidio se les da a las personas, y estas siguen cotizando a fin de mantener su misma calidad de imponentes y los mismos derechos dentro del FONASA.



Si el Parlamento lo desea, se puede estipular en una Glosa la cantidad de recursos que están ingresando como imposiciones previsionales a FONASA, del monto total de subsidios que están entregándose a través del Instituto de Previsión Social, lo que también aparece en la ley.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Gracias, señora Directora.



Se ha agotado la discusión, pero no hay quórum para tomar acuerdos.



Por lo tanto, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:41.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción del Senado

